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			INTRODUCCIÓN

			Sobre la conveniencia o los daños que genera la minería de carbón en el Cesar y La Guajira se ha escrito, investigado y dicho mucho. Desde diferentes orillas se han tratado de mostrar los aspectos, buenos y malos, de la extracción de carbón a gran escala, generalmente por medio de formatos extensos y de difícil comprensión para una opinión pública que en términos generales no conoce lo suficiente de la situación, y para una población local afectada que difícilmente puede navegar el océano de información sobre las problemáticas de su territorio, a pesar de ser los mayores conocedores de la situación.

			La Corporación Colectivo de Abogados José Alvear Restrepo – CAJAR, en alianza con la Universidad Técnica de Berlín (Alemania) y la Universidad del Magdalena, prepararon este documento para articular en un solo escrito gran parte de las investigaciones sobre los impactos de la extracción de carbón a gran escala. A través del desarrollo de 14 puntos, este texto realiza un aporte al debate que se debe dar en dos regiones como Cesar y La Guajira, en las que la minería de carbón representa un aspecto fundamental de la vida económica y social, así como de la vida ambiental, cultural y material de la población. Como se analizará a profundidad, estos departamentos ya están viviendo frenéticos cambios en su panorama energético y productivo, que aún no se terminan de dimensionar.

			Este documento recopila, presenta y analiza información relevante sobre diferentes aspectos que son recurrentes en el debate público sobre la conveniencia de la explotación carbonífera. Nos enfocamos en la extracción de carbón a gran escala en el Cesar y La Guajira, poniendo especial atención a las perspectivas futuras del sector carbonífero. Por su importancia para la política minero-energética y la lucha contra la crisis climática, también se da especial atención a la relación entre la explotación de carbón y la extracción de otros combustibles fósiles, así como al avance de diversos proyectos que apuntan a generar electricidad con carbón.

			Este estudio presenta en primer lugar el contexto global de la transición energética y la lucha contra la crisis climática; luego profundiza en la situación del sector carbonífero en Colombia. Más adelante, se discuten los impactos, positivos y negativos, de la explotación carbonífera a nivel regional y local en términos económicos, fiscales, laborales y socioambientales. Posteriormente, se presentan las perspectivas que enfrenta el sector carbonífero ante una inminente transición energética. Finalmente, se presenta un análisis de los puntos centrales que un proceso de transición energética justa y a tiempo debe incluir. Con todo lo anterior, apuntamos a que los diferentes actores, organizaciones e instituciones afectadas puedan tener unos elementos de discusión a su disposición que permitan un diálogo informado con la mayor cantidad de argumentos posibles sobre la mesa.

			Cada sección surgió de numerosas conversaciones con miembros de la sociedad civil, representantes de comunidades, personas en la academia, así como de sus inquietudes y preguntas sobre este tema. Creemos que las siguientes páginas contribuirán a dar argumentos y disipar algunas de esas dudas.

		

	
		
			RESUMEN EJECUTIVO

			En este documento se revisan diferentes componentes sobre lo que han sido los discursos y las narrativas alrededor de la extracción de carbón. Paso a paso, se contrastan cifras, se revisa una gran parte del enorme cuerpo de literatura que se ha escrito sobre el tema y se analiza cuáles son las perspectivas de la extracción de carbón en los tiempos turbulentos en los que vivimos. Más allá de discursos y retórica, el documento se ciñe al conocimiento empírico y científico para analizar cuáles son los Hechos, realidades y perspectivas de la minería de carbón a gran escala en Colombia. Mirando hacia el futuro, el documento introduce los puntos centrales para que una inminente transicion energética sea justa y a tiempo.

			El hecho del que parte nuestro análisis es que hay un consenso absoluto sobre el impacto que tiene la quema de combustibles fósiles como el carbón sobre el clima de nuestro planeta. Se sabe que el dióxido de carbono (CO2) causa un efecto invernadero sobre la temperatura de la tierra. También que, durante millones de años, plantas y microorganismos tomaron CO2 de la atmósfera y a través de larguísimos procesos fisicoquímicos se convirtieron en el carbón y los hidrocarburos de hoy. La energía que hoy guarda el carbón de La Guajira o del Cesar no es más que la energía del sol capturada por plantas durante millones de años. Toda esa energía la hemos decidido liberar en el transcurso de unas pocas décadas. Es insensato creer que no habrá consecuencias.

			Como muestra de esto, se observa que, para que la temperatura del planeta no suba más de 2°C, en comparación a la época preindustrial, entre el 60 y el 80 % de todo el carbón, así como hasta dos tercios de los hidrocarburos conocidos, deben permanecer bajo tierra. Para Colombia, un incremento de 1°C en la temperatura del planeta ya representa que la frecuencia de fenómenos climáticos extremos como El Niño o La Niña aumenten. En otras palabras, una mayor temperatura vendrá acompañada de intensas y frecuentes sequías, tormentas, inundaciones y vendavales..

			Actuando al respecto, diferentes países del mundo han aprovechado las reducciones en los costos de las energías renovables como la solar o eólica para implementar ambiciosas políticas para reducir el uso de combustibles fósiles. En la Unión Europea y Estados Unidos, así como en muchos otros países,  ya es más barato producir electricidad con energías renovables que con combustibles fósiles como el carbón o el gas natural.  Esto, unido a duras restricciones a la quema de carbón para generar electricidad, ha causado que la demanda haya caído considerablemente en Europa y Norteamérica, que son los mercados tradicionales del carbón colombiano. Todo parece indicar que la situación no es pasajera, sino que, como se demostrará en la sección 2, casi la mitad de la demanda de carbón colombiano podrá desaparecer para siempre hacia el año 2030.
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			Ante tal eventualidad, urge preguntarse qué tan preparado está el sector carbonífero y el gobierno ante tan negativo panorama. Dado que una empresa no tiene solo el objetivo de generar ganancias, sino de tener reservas de liquidez para poder proyectarse en el tiempo, incluso en tiempos de vacas flacas, y así poder cumplir sus responsabilidades con sus diferentes grupos de interés, es muy preocupante ver que el sector carbonífero cada vez tiene más difícil acceso a los mercados internacionales de crédito y capital. Por ello es crucial ver que, si el sector colapsa, no será por culpa de ONG o defensores y defensoras del territorio. Será por causa de quien no adapta a tiempo un modelo de negocio a todas luces insostenible, incluso, incluso después de haber recibido e ignorado todas las llamadas de emergencia.

			Sobre la necesidad de repensar un modelo de desarrollo dependiente de la extracción de recursos naturales, la sección 3 reflexiona sobre el papel que ha jugado la minería de carbón para el desarrollo del Cesar y La Guajira. A pesar de haber experimentado un masivo auge en las últimas décadas, el sector ha estado asociado al espejismo de  regalías e ingresos para comunidades y regiones, mientras que en el territorio lo que se han visto son considerables incrementos en la conflictividad, la violencia, la corrupción y la precariedad social. Tanto en el Cesar como en La Guajira, así como a nivel nacional, el auge de la minería ha venido acompañado del debilitamiento del aparato productivo agrícola e industrial, así como de la estabilidad de las finanzas del país y sus regiones. Más regalías y mas minería no han significado, hasta el momento, mayor desarrollo o progreso.

			Debido a la importancia de la economía extractiva de carbón, es  crucial reflexionar sobre los impactos que su potencial e inminente fin pueden tener sobre las regiones productoras, sus habitantes, los trabajadores del sector y la sociedad colombiana en general. La extracción de carbón con fines de exportación representó en 2017 el 49 % y el 46 % de todos los bienes producidos en el Cesar y La Guajira, respectivamente. Es decir, si la economía departamental fuera una vaca, la mitad correspondería a la extracción de carbón. Sin embargo, esa cifra no representa la parte de la vaca que le corresponde a trabajadores o comunidades. De acuerdo con lo que expone la sección 4, si seguimos con la imagen de la vaca1, en el caso del Cerrejón tan solo un 0,32 %, poco más de un kilo de esa vaca, les llegó a las comunidades afectadas por la minería en forma de inversión social. A los trabajadores nacionales les correspondieron apenas 33,66 kilos de la vaca. En general, de la vaca carbonífera casi el 60 % se va de Colombia para nunca volver.

			Mientras tanto, en muchos discursos y medios de comunicación se habla del enorme aporte económico, tributario o laboral que hace el sector a Colombia. Habiendo visto cómo se reparte “la vaca”, la sección 4 también revisa los impuestos que efectivamente paga la extracción de carbón en Colombia. Contrario a lo que dicen muchas empresas mineras, de sus ingresos ordinarios su sector pagó tan solo 6,35 % de impuesto de renta en 2018. En 2017, el total de los pagos del sector de extracción de carbón a gran escala al gobierno (impuestos, regalías y compensaciones económicas) fue igual al 15,31 % de sus ingresos ordinarios.
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			Sobre el aporte laboral, la sección 5 muestra que son muy pocos los puestos de trabajo que genera la minería de carbón. Menos del 2 % de los puestos del trabajo en el Cesar y La Guajira son generados por este sector, pese a ser el sector económico más representativo en ambos departamentos. De esos empleos, casi la mitad corresponde a contratistas, muchos de los cuales están vinculados a través de alguna forma de tercerización. Adicionalmente, no ha habido un incremento considerable en el empleo carbonífero desde 2006, a pesar de que la producción de carbón se duplicó. Este documento muestra que, si la minería de carbón no ha sido una fuente significativa de empleo estable, mucho menos va a representar el empleo del futuro.

			Al mismo tiempo, diferentes análisis referenciados en la sección 6 muestran que, además de generar valor económico (esa mitad de “la vaca” de la que se hablaba antes), la extracción de carbón a gran escala genera unos profundos daños socioambientales. Poniendo ambos en relación para el caso del Cesar, la gráfica 1 muestra cómo son mucho más altos los pasivos socioambientales de la minería de carbón que la riqueza generada por este sector. Mientras que la información publicada por la empresa Drummond permite calcular que se generaron 71,22 dólares de 2019 en valor por tonelada de carbón extraída en 2018, los cálculos estudiados en la sección 6 muestran que cada tonelada de carbón extraída en el Cesar implicó daños por un valor mínimo de 144,64 dólares de 2019. ¡Más del doble! Y si a los daños locales de la minería de carbón se le agregaran los daños globales causados por su combustión para la generación de electricidad, estos podrían rondar hasta por encima de 2.000 dólares por tonelada de carbón. ¡Casi 30 veces el valor por el que se vendió cada tonelada de carbón en promedio en 2018!
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			Esta comparación de los daños y el valor generado por la extracción de carbón en Colombia pone en tela de juicio, como mínimo, la idea de una minería de carbón sostenible, responsable y bien hecha. La sección 7 muestra que, más allá de lo que se mide en términos monetarios, son muchas y muy concretas las afectaciones socioambientales a las que se han visto sometidas comunidades y trabajadores en el Cesar y La Guajira. Empresas como Cerrejón, Drummond o Prodeco han vulnerado numerosos derechos sociales, ambientales y políticos de comunidades wayuu, campesinas y afrocaribeñas, así como de sus propios trabajadores, como lo confirman decisiones adoptadas por tribunales como la Corte Constitucional, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y el Consejo de Estado.
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			Gráfica 1: Costos vs. Valor generado por la extracción de carbón en el Cesar.
Fuente: realización propia tomando datos de Cardoso 2015 y Drummond Ltd. Colombia 20182

			Tomando el ejemplo de La Guajira y la empresa Cerrejón, se muestra cómo, incluso sin tener que hurgar mucho, basta con poner las cifras reveladas por la empresa para dimensionar el impacto que tienen las operaciones mineras en los recursos hídricos de una región semidesértica como La Guajira. Mientras que la empresa usó 11,9 millones de metros cúbicos de agua en 2018, repartió 27 mil metros cúbicos de agua potable entre las comunidades. Al mismo tiempo, asegura que, por ser mayoritariamente agua de lluvia, no está tomando el agua de los ríos o los acuíferos. ¿Hacia dónde creerá la empresa que se iría el agua si ellos no la capturaran y agotaran en sus operaciones? Así pues, es inevitable preguntarse qué pasaría con el agua en un escenario sin explotación minera. 

			En los territorios mineros son entonces recurrentes las situaciones en las que una empresa puede aprovecharse de tecnicismos y de los vacíos estatales en la periferia de Colombia, como Cerrejón con el agua de La Guajira. Como ilustra la sección 8, son numerosos los casos en los que la institucionalidad socioambiental colombiana no tiene las capacidades –y muchas veces tampoco la voluntad– para implementar la legislación vigente en materia de protección laboral, medioambiental, minera o económica. El número de funcionarios de una institución como la ANLA o de inspectores laborales en el Ministerio de Trabajo es insuficiente para hacer un control efectivo a las actividades mineras del país. La legislación vigente, en el papel supremamente garantista, en la realidad no ha evitado las más diversas vulneraciones de derechos, y por ende es radical el cambio que se tendría que dar en la institucionalidad colombiana. ¿Se atrevería algún gobierno a hacerlo, incluso si eso va en contravía de los intereses corporativos de las compañías mineras?

			Más allá de esa pregunta que puede sonar retórica para muchos, fortalecer la capacidad de las instituciones estatales se vuelve algo inescapable a la hora de reflexionar sobre un posible –y cada vez más inminente– fin de la extracción y uso de carbón en el mundo y en Colombia. La sección 9 habla en ese contexto sobre los retos más importantes que se podrían estar viniendo en un futuro “después del carbón”. ¿Cómo se se remplazará el 50 % de exportaciones minero-energéticas fósiles que Colombia actualmente vende al exterior? ¿Qué sectores remplazarán a la minería de carbón a nivel local, regional o nacional, si hay municipios en los que el carbón representa más del 90 % del PIB local?

			Atajando una posible respuesta a estos interrogantes, la sección 10 desvirtúa la idea de que el fracturamiento hidráulico para extraer gas y petróleo de yacimientos no convencionales sea una alternativa. Un solo bloque de explotación podría necesitar cada día casi 29 millones de litros de agua; casi lo mismo que lo que las empresas mineras de carbón reparten en las comunidades de La Guajira en un año. No solo se presentan los inconvenientes sociales y ambientales de tomar tal camino, sino que además se demuestra que, desde un punto de vista puramente económico, no tiene sentido iniciar operaciones de fracking y menos en los territorios mineros del Cesar y La Guajira. Allí, empresas como Drummond han iniciado proyectos de fracking en mantos de carbón, que incluso han sido detenidos por el Consejo de Estado. En tiempos en los que el petróleo ha llegado a estar a precios negativos, Colombia no puede arriesgarse a comprometer a comunidades y ambiente por un recurso que es caro extraer y que, desde ninguna perspectiva, implica una mejora frente a la explotación de carbón.

			Estudiando una segunda alternativa, tanto energética como económica, la sección 11 examina la llegada de las energías renovables solar y eólica a Colombia. En 2020, estas tecnologías ya ofrecían costos nivelados de generación considerablemente menores a los que se pueden conseguir con combustibles fósiles. Dicho de otra manera: actualmente es más barato para el sistema energético y para muchos hogares e industrias en Colombia generar electricidad con la energía del sol y del viento que con la del carbón, el petróleo o el gas. Es más, si se apuntara a remplazar todo el sistema energético (combustibles para el transporte, procesos industriales y también generación de electricidad) para acabar con el uso de combustibles fósiles y funcionar solo con energías renovables, sería más barato que lo que cuesta mantener y expandir el sistema actual.

			No obstante, cambiar los combustibles fósiles por energías renovables no tendrá mayores repercusiones socioambientales si el modelo de relacionamiento y producción no cambia también. La sección 12 discute cómo el régimen de extracción de recursos naturales vigentes, conocido como extractivismo, podría replicarse incluso con energías renovables. De realizarse algunas de las perspectivas presentadas en esa sección, las realidades en La Guajira no cambiarían significativamente. Las actividades de alto impacto continuarían, esta vez para extraer energía eléctrica en vez de carbón, para que esta sea usada y vendida fuera del territorio. De momento hay una variedad de empresas que con lista en mano promueven que las comunidades wayuu autoricen el inicio de actividades a cambio de compensaciones insignificantes. ¿Se quieren repetir los errores del pasado?

			Para no seguir en una realidad sin salida, ni que los caminos que se tomen repitan los errores del pasado y del presente, la sección 13 insiste en cómo tenemos que prepararnos como sociedad y país para la transición que implicará el fin del consumo del carbón. Urge, por ejemplo, garantizar que los daños generados por las minas sean compensados, incluso si las empresas mineras quiebran. Además, es importante preparar tanto a trabajadores como a comunidades para que puedan enfrentar el futuro de la mejor manera. Para todo ello, es crucial fortalecer el tejido social en el territorio, así como la capacidad de la sociedad civil y el Estado. Solo así se podrá garantizar que cada actor –especialmente aquellos que como las empresas han sacado gran provecho de la minería– asuma las cargas y responsabilidades que le corresponden. En el cierre de minas no se pueden repetir las vulneraciones de derechos que han ocurrido durante su apertura y operación.
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			Finalmente, la sección 14 plantea a manera de conclusión una serie de puntos centrales para un proceso de transición energética justa. De acuerdo con lo revisado en este documento, una transición de esas características tendría que incluir los siguientes elementos. En primer lugar, tiene que compensar, en la medida de lo posible los daños hechos durante los procesos extractivos y evitar que las injusticias que acompañaron la extracción de carbón a gran escala se repitan con las posibles alternativas. Segundo, debe incluir activamente a trabajadores y comunidades afectadas, no solo como objetos de negociación, sino como agentes de cambio que definirán el éxito de cualquier transición. Tercero, una transición justa tiene que incluir un mejoramiento tangible de la calidad de vida en las regiones carboníferas; cubrir las necesidades insatisfechas tiene que ser el punto de partida para cerrar una herida abierta en el territorio y sus habitantes. Por último, una transición justa tiene que ser a tiempo de evitar que el territorio pase de un punto de no retorno, como lo sería una mayor desertificación del Cesar o La Guajira, así como el exterminio cultural o físico de comunidades étnicas como el pueblo wayuu. Para los habitantes del Cesar y La Guajira, así como todas aquellas personas que dependemos del frágil equilibrio climático que sostiene la vida en la tierra, es esencial que se tome cuanto antes la decisión de dejar la mayor cantidad posible de carbón bajo suelo, y esto solo será posible si con urgencia se empieza a planear cómo generar condiciones dignas de vida para un futuro más allá del carbón en el Cesar y La Guajira.
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			Gráfica 2: Valor económico generado por Cerrejón en 2017. 

			Fuente: realización propia con datos de Cerrejón S.A. 20183 

			Cifras de la minería de carbón a gran escala en Colombia
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					1. Pensemos en una vaca de 650 kg de peso.

				

				
					2. Los datos tomados de Cardoso (2015) fueron actualizados a precios de 2019, igual que los valores tomados de Drummond Ltd. Colombia (2018).

				

				
					3. Para facilitar las comparaciones, aquí también se convirtieron los valores a dólares de 2019.
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			Hechos de la transición energética global y la lucha contra el cambio climático en el siglo XXI

			Desde 1950 se se sabe que la extracción y combustión de combustibles fósiles causa un efecto invernadero lo suficientemente fuerte como para alterar el frágil equilibrio climático que le ha permitido a la humanidad subsistir y progresar (Watts et al. 2019). Existe un consenso casi absoluto sobre el papel que juega la quema de petróleo, gas y carbón sobre el resultante incremento de la temperatura del planeta (Cook et al. 2016). Como respuesta, más de 190 países acordaron en 2015, durante la Conferencia de las Partes (COP) #21 en París, reducir las emisiones de gases de efecto invernadero para limitar el incremento de la temperatura de la Tierra a menos de 2°C y menos 1,5°C de ser posible (UNFCCC 2015).

			Como ilustra la gráfica 3, si tenemos un “presupuesto” limitado del carbono que se puede colocar en la atmósfera (barra verde), esto implica dejar casi la totalidad de las reservas conocidas de combustibles fósiles (en anaranjado) bajo tierra (McGlade y Ekins 2015), lo que implica cambiar casi la totalidad del sistema energético mundial y hacer una profunda transformación productiva en aquellos lugares en donde se producen o utilizan combustibles fósiles. Entre ellos, la mayor urgencia reside en dejar de quemar el carbón (la barra anaranjada más alta), el energético que más emisiones de gases de efecto invernadero produce (IPCC 2018). Para ello, han surgido diferentes iniciativas, entre las que sobresale la “Powering Past Coal Alliance” (PPCA 2020) que, en 2017 durante la COP 23 en Bonn, reunió a un creciente número de países, gobiernos subnacionales y actores privados con el objetivo de terminar con el consumo de carbón a nivel global en 2050 y en 2030 para paises de la OECD.
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			Gráfica 3: Estimados de CO2 en las reservas conocidas de combustibles fósiles (naranja) vs. “presupuesto” máximo para no sobrepasar los 2°C.	
Fuente: McGlade y Ekins 2015.

			Al mismo tiempo que se intenta terminar el uso de carbón, la lucha contra la crisis climática implica una transición hacia fuentes menos contaminantes de energía, como lo son las energías renovables (ej. solar, eólica, geotérmica, hidro, etc.) (IPCC 2014b). Si bien estas tecnologías no eran suficientemente competitivas, actualmente están en posición de competir con los combustibles fósiles y de hecho los están desplazando a un ritmo cada vez más acelerado en diferentes países como Alemania, Estados Unidos, Costa Rica o Filipinas (REN 21 2019).

			Incluso en Colombia, donde hasta el 2018 la energía solar y eólica no sumaban más del 0,16 % de la capacidad instalada (UPME 2018a), ya se escuchan precios por kWh de hasta 95 COP, menores a todas las otras alternativas excepto la hidroelectricidad (Dinero 2019). La energía solar fotovoltaica, por ejemplo, ha experimentado un descenso de más del 99 % de sus costos de los años 70 al presente (Hansen, Breyer y Lund 2019; Vartiainen et al. 2019). Las energías renovables no convencionales pueden ofrecer costos bajos frente a la matriz energética actual, una combinación de hidroeléctricas y termoeléctricas a gas, carbón o derivados del petróleo, que tiene a los consumidores colombianos pagando en promedio entre 390 COP/kWh (industria) y 492 COP/kWh (hogares) (UPME 2018a; XM 2020).

			A nivel internacional, el resultado de las presiones de un competidor tan aguerrido como las energías renovables, así como de políticas cada vez más ambiciosas para acelerar la reducción en el uso de los combustibles fósiles, y en especial el carbón térmico, ya afectan directamente a Colombia, un país en el que un cuarto de las exportaciones provienen de las ventas de carbón (Oei y Mendelevitch 2018).
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			Con la pandemia del COVID-19, el panorama empeoró. La Agencia Internacional de Energía, en su prestigioso reporte anual, el World Energy Outlook, anticipa que habrán reducciones permanentes en la demanda de carbón y estima que la demanda de carbon baje más de 9 % en 2020 a un nivel inferior al de 2009 (IEA 2020a). La situación actual parece estar acelerando el “colapso del mercado transatlántico [del carbon]”, algo que afecta particularmente a Colombia.

			Como se profundiza en la siguiente sección, de los mayores 10 compradores de carbón colombiano, todos tienen metas de reducir su generación de electricidad con carbón y por ende sus importaciones. Turquía, el mayor de ellos, se comprometió a aumentar el aporte de las energías solar y eólica de un 14 % actualmente a 30 % en el 2023, e instalar 30 GW de capacidad eólica y solar para 2030 (Government of Turkey 2020). 

			Sin embargo, todo esto es insuficiente a la luz del desafío climático al que se enfrenta la humanidad. A pesar de todos los discursos, promesas y acuerdos, se sigue explorando, produciendo y quemando mucho más de lo que se debería (SEI et al. 2019). En Colombia aún se producen más de 82 millones de toneladas de carbón y casi 33 millones de toneladas de petróleo al año, haciendo la matriz productiva colombiana de las más carbonizadas del mundo. El 92 % de la energía producida en el país proviene de fuentes fósiles (IEA 2019) y, por ende, contribuye al cambio climático a nivel nacional y global. Todo esto a pesar de que dos tercios de la energía producida en Colombia (en especial carbón y petróleo) son exportados para ser consumidos en el exterior (UPME 2020a).

			Mientras tanto, Colombia acaba de aumentar la ambición de su política climática: está en vía de comprometerse a reducir para 2030 en un 51 % sus emisiones de gases de efecto invernadero en comparación a 2010 (Minambiente 2020, Forbes Colombia 2020). Sin tener en cuenta la apabullante tasa de deforestación en la Amazonía, el solo incremento del parque carboeléctrico (López Suárez 2020), sumado a las emisiones fugitivas de metano que provienen de la extracción de carbón, prometen truncar cualquier esperanza de cumplir con los compromisos colombianos ante el Acuerdo de París (Climate Watch 2018).

			Hasta el momento, los compromisos que había asumido Colombia, apuntando a reducir las emisiones de CO2 o sus equivalentes, se encontraban relacionadas con sectores como la agricultura (con un 26 % de las emisiones) y el sector forestal (con un 36 %). Esto superando a los sectores del transporte (11 %) y la generación de energía eléctrica (10 %) (Contraloría General de la República 2019). Estos cálculos cómodamente excluyen las exportaciones de combustibles fósiles de nuestro país.4

			Sin embargo, debido a que el país cuenta con mas de un 51 % de su territorio en bosques (García Arbeláez 2016), la mayor responsabilidad que se le confiere a Colombia se asocia con el sector forestal. Por su importancia ecológica y climática, actualmente el mayor riesgo reside en que, por causa de quemas y talas indiscriminadas, asociadas casi siempre a la expansión de la frontera agrícola, así como de la minería legal e ilegal, y los cultivos ilícitos, Colombia acabe con sus bosques. Por ejemplo, solo en 2018 se perdieron 177.000 hectáreas de bosque (Weisse 2019). 

			 Estos y otros problemas elevan la urgencia de hablar sobre cómo reaccionar ante una problemática que no se limita a carbón, petróleo o deforestación. Como ilustra bien la discusión que tuvo lugar durante el primer Foro de Descarbonización del Caribe, Colombia tiene un compromiso ético y moral en la reducción de emisiones que afectan el cambio climático, aunque el gobierno no esté aún dispuesto a asumirlo.5 Incluso si el gobierno no actúa, el mundo actuará con independencia de lo que se decida en Colombia, y esto ya está afectando las perspectivas de la economía carbonífera nacional. Por ello sería irresponsable no reflexionar sobre los impactos que estos hechos de la transición energética global van a tener sobre las regiones productoras de carbón y sus habitantes. Ese es el ejercicio que presentaremos en las siguientes páginas.

			

			
				
					4	Si contáramos el carbón que se exportó en 2018, aumentarían las emisiones de CO2 en aprox. 210 millones de toneladas de CO2eq, casi lo mismo que los 234 millones de CO2eq que Colombia promete emitir en 2030.

				

				
					5	I Foro de Descarbonización de la Economía del Caribe Colombiano, realizado el 1 de diciembre de 2017 en la Universidad del Magdalena.
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			Y, entonces, ¿cuál es la situación actual del sector carbonífero?

			En Colombia se produjeron 86,19 millones de toneladas de carbón en el año 2018. Tan solo en las principales regiones productoras, Cesar y La Guajira (de color negro en la gráfica 4), se extrajo más del 90 % de esa cifra (UPME 2019). De esta producción, más del 95 % se destina a la exportación y casi toda ella es producida por empresas multinacionales (VDKI 2019). En estas operaciones mineras a cielo abierto, de gran intensidad de capital y a gran escala, se estima que trabajan poco más de 30.000 personas (UPME 2012). Los planes gubernamentales vigentes proyectan que en los próximos decenios la producción anual aumente a 110 millones de toneladas (UPME 2015, 2017b).

			A modo de comparación, las operaciones de pequeña y mediana escala en el interior de Colombia (zonas grises de la gráfica 4) producen menos de 10 millones de toneladas al año, al tiempo que emplean a más de 60.000 trabajadores directos. Las minas, en su mayoría propiedad de empresarios locales o nacionales, producen carbón térmico y metalúrgico para la generación de energía u otros procesos industriales que se realizan en Colombia (Salazar et al. 2011; UPME 2019). El presente documento se concentra casi exclusivamente en los departamentos del Cesar y La Guajira, que engloban la gran mayoría de la producción de carbón en Colombia.
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			Gráfica 4: Resguardos indígenas y minería del carbón. Fuente: Mignorance y Geoactivismo, 2021

			Teniendo una idea de la distribución de las actividades carboníferas en Colombia, se puede pasar a hablar de la situación actual del sector carbonífero colombiano que, si ya era grave antes de la pandemia mundial del COVID-19, con la crisis se ha deteriorado aún más. Los exportadores de carbón que dependen del mercado transatlántico se verán particularmente afectados ya que la pandemia ha acelerado el declive estructural de la generación de energía a base de carbón en los países europeos y norteamericanos. Además, la IEA espera que la demanda de carbón disminuya en todo el mundo, excepto en India, hasta el 2030 (IEA 2020a).
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			Es importante mencionar que durante el transcurso del año 2019 fueron numerosas las entrevistas y los comunicados de prensa en los que altos ejecutivos de empresas carboníferas advirtieron sobre la vulnerabilidad e incluso la situación desesperada de su sector. Mientras que en julio de 2019 el CEO de Cerrejón pidió apoyo gubernamental para mantener y expandir las operaciones de su empresa (Guerrero, S. 2019), en agosto comunicó a sus colaboradores sobre los devastadores impactos de los bajos precios del carbón, así como de la presunta culpa que tenían ONG y líderes sociales sobre la crítica situación de la compañía.6 

			Para septiembre de 2019, el presidente de minería de Drummond, por su lado, ya estaba congelando nuevas contrataciones, preparando a sus colaboradores ante el panorama negativo del carbón y anunciando la necesidad de reducir drásticamente costos.7 Por tales comunicados, muchas personas en los departamentos del Cesar y La Guajira fueron conscientes del preocupante panorama de tener a las dos mayores empresas de la región, las carboneras Cerrejón y Drummond, expresando su angustia ante el negativo futuro de las exportaciones de carbón colombiano a corto, mediano y largo plazo.

			En los comunicados mencionados se anota que el panorama negativo de los mercados internacionales del carbón, así como la acción de comunidades y ONG en defensa de fuentes hídricas como el Arroyo Bruno en La Guajira, están impactando negativamente las actividades de extracción de carbón, y que esto puede llevar a despidos masivos e incluso la quiebra de las empresas (ver nota). No obstante, si bien es cierto que fallos judiciales forzados por la acción de diversas organizaciones y comunidades han detenido o frenado el ritmo de la producción de carbón, el problema de fondo es otro: el carbón, como fuente asequible y confiable de energía, está en un declive estructural del cual difícilmente podrá salir (Oei y Mendelevitch 2018).
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			Esta situación ha sido agravada por la coyuntura generada por la pandemia del COVID-19, que debido a las cuarentenas que se han establecido ha generado un fuerte bajón en la demanda de energía mundial (IEA 2020b), así como en la capacidad de producción de muchas empresas mineras, como Drummond, Prodeco o Cerrejón.8 Esta situación ha llevado a que las cotizaciones de todos los energéticos estén en declive, como es el caso del petróleo de referencia WTI, que llegó incluso a precios negativos (The Economist 2020a).
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			Tabla 1: Selección de países comprometidos con el fin del uso del carbón y volúmenes de importaciones de carbón colombiano en 2017.

			Fuente (Europe Beyond Coal 2020; UPME 2019; The Economist 2020b)

			Más allá de la coyuntura puntual generada por la pandemia, el mercado tradicional para el carbón colombiano, Europa Occidental, ha empezado a implementar una serie de instrumentos para luchar contra el cambio climático y expandir el uso de las energías renovables, que han vuelto inviable el futuro del carbón en ese continente (Oei y Mendelevitch 2018), donde históricamente se han dirigido entre la mitad y tres cuartas partes de las exportaciones de carbón colombiano (VDKI 2019). Eso hizo que de 2018 a 2019, las exportaciones de carbón colombiano a la Unión Europea cayeran en un 44 % (UPME 2019).

			Como se expone en la tabla 1, para 2030 puede desaparecer permanentemente hasta un 30 % de las exportaciones colombianas de carbón. Si se le da credibilidad a los planes para salir del carbón que han formulado casi 20 veinte países del mundo (todos ellos importadores de carbón colombiano), y además se tienen en cuenta las tendencias a preferir el carbón local, el gas natural o las energías renovables en países como Estados Unidos, México o Turquía, se puede anticipar el siguiente riesgo: para el periodo 2035 a 2040 puede haber desaparecido hasta un 80 % del mercado que Colombia tenía en 2019 (UPME 2019). Si bien hay muchas incertidumbres y presupuestos de por medio, este escenario no debería tomarse a la ligera.
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			Ante este panorama, son varias las empresas que, como Cerrejón y Drummond, han querido endilgarles su crítica situación a actores diferentes a sus propios compradores o al mercado. Siguiendo el patrón de lo que ha sido identificado en el debate académico como estrategias de “enmascaramiento” (Johnstone, Stirling, y Sovacool 2017), declaraciones como las antes mencionadas (ver notas 6 y 7) tratan de generar pánico en las regiones productoras y causan el efecto, queriéndolo o no, de estigmatizar a las ONG y a las comunidades que buscan  defender sus derechos y el territorio, como es el caso del pleito legal por la desviación del Arroyo Bruno.

			Estas estrategias de “enmascaramiento” apuntan a desviar la atención sobre los verdaderos costos e impactos de la actividad minera, así como de los desafíos a los que esta se enfrenta. Constituyen, junto con otras estrategias, un intento por perpetuar la posición privilegiada de un actor económico.9 En el caso concreto de Cerrejón, por ejemplo, se puede entender por qué se sugiere que el pleito por el desvío del Arroyo Bruno llevará a despidos masivos en Cerrejón si lleva a que se detenga el Tajo La Puente.

			 De acuerdo con la conducta identificada por Johnstone et al. (2017) se trata de convencer al público de la conveniencia de una actividad, sugiriendo – sin aportar evidencia al respecto – que el volumen de empleo generado por la extracción de carbón depende de alguna forma de los volúmenes de producción. Como se puede ver en la gráfica 5, el aporte laboral de la minería (en su mayoría de carbón) no ha mostrado mucha variación entre 2002 y 2016, a pesar de que los volúmenes de producción de carbón casi se han duplicado (esto sin incluir otros tipos de minería, que también se han disparado). En otras palabras, mayor producción no significa más empleo. Si el Tajo La Puente se desbloquea, puede que de todas maneras haya despidos masivos, ya que las variables que afectan la situación son otras más allá de las que Cerrejón usa para justificar su actuar.

			Ante este tipo de estrategias para perpetuar una actividad inconveniente como la extracción del carbón, se vuelve imperativo realizar acciones para neutralizarlas. Por ello es clave “desenmascarar” las situaciones en las que se presenta información de forma sesgada o selectiva. En el caso de la relación entre empleo y producción de carbón, llama la atención que la minería es uno de los sectores más intensivos en el uso de capital (máquinas, vehículos, etc.) (Baruya 2018). De acuerdo con diferentes recuentos (Cosbey et al. 2016; Latimer 2015; Liu y Saha 2017), también es uno de los sectores en los que más rápido se están dando procesos de automatización (ej. remplazando todos los conductores por vehículos autónomos). De cumplirse los pronósticos hechos por estudios al respecto, el empleo minero podría reducirse hasta en un 75 %, si se sigue un camino de automatización –urgente para permanecer competitivo a nivel internacional (Cosbey et al. 2016). Esta no es una situación de un futuro distante, sino que ya ocurre en lugares como Australia, de la mano de empresas que, como BHP Billiton, están presentes dentro de Cerrejón (Tabuchi 2017).
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			Gráfica 5: Producción carbonífera vs. empleo en minería y canteras a nivel nacional (Fuente: elaboración propia con datos del DNP y SIMCO).

			Una arista adicional del problema de las carboneras en Colombia, más allá de los mercados en retiro, es la del cada vez más difícil acceso a capital de inversión y crédito. De acuerdo con diversas fuentes, numerosas entidades financieras han empezado a deshacerse de los activos relacionados con la extracción y la comercialización del carbón, en aras de reducir su exposición al riesgo de que sus activos pierdan todo el valor cuando los mercados internacionales de carbón sufran un colapso aún mayor y el carbón no pueda ser exportado (Ansar, Caldecott, y Tilbury 2013). En el caso de Cerrejón, los tres dueños de la empresa, BHP Billiton10, Anglo American11 y Glencore12, ya declararon limitar e incluso reducir sus inversiones en la extracción de carbón. 

			Además, las instituciones financieras que en el pasado han facilitado crédito a empresas como Cerrejón (ej: Barclays, RBS o HSBC) o Drummond (ej: BBVA, BNP Paribas o Bank of America) (Banktrack 2019) se han comprometido a reducir o dejar permanentemente de otorgar crédito a quienes continúen extrayendo carbón térmico (Schücking 2013). Por ende, cada vez es más urgente pensar en qué tan sostenible es la situación financiera de las grandes empresas carboneras que operan en Colombia y cuál es el riesgo de que más temprano que tarde estas puedan terminar en bancarrota. Como muestra la interrupción indefinida de operaciones de Prodeco en el Cesar, esto no es una preocupación exagerada. Es una realidad inminente (Valora Analitik 2020).

			La situación actual generada por la pandemia del COVID-19 solo agravará la situación. En Estados Unidos, algunos medios anticipan una ola de bancarrotas en el sector carbonífero (Coren 2020). Europa presenta los niveles más bajos de importaciones de carbón en más de tres décadas,13 mientras que los mercados en el Pacífico14 y el Océano Índico15 están reduciendo su producción e importaciones al mínimo. Ante esta realidad surgen los siguientes interrogantes centrales:

			¿Qué tan preparadas, en términos financieros, están las empresas mineras para asumir los pasivos socioambientales de la minería de carbón en caso de bancarrota?

			¿Qué control o supervisión está ejerciendo el Gobierno Nacional sobre empresas como Cerrejón, Prodeco o Drummond, para garantizar que habrá recursos para cubrir los cierres mineros, en caso de que estos se tengan que adelantar?

			

			
				
					6. https://tinyurl.com/y9kylgl5

				

				
					7	https://tinyurl.com/yc6ls2xo

				

				
					8	https://tinyurl.com/y7ed9tlx

				

				
					9. En la literatura angloparlante se conoce esto como incumbent y se puede traducir como “actor o actores establecidos”.
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			Minería de carbón a gran escala en el Cesar y La Guajira: ¿ancla o trampolín para el desarrollo sostenible?

			Presentando el panorama general de las perspectivas globales de la minería de carbón, llama la atención que no son pocas las instancias en las que diferentes actores llevan a la opinión pública a pensar que la extracción de carbón o de hidrocarburos significa desarrollo y progreso. Desde la academia se ha investigado la locomotora minero-energética (González Espinosa 2015) y la visión de la minería como financiador de la paz (McNeish 2017), y se ha concluido que son diversas las formas en que se trata de presentar los procesos extractivos y en especial a la minería de carbón, como uno de los caminos seguros hacia el progreso y el desarrollo (Strambo et al. 2020; Strambo y González 2020). Por todo lo anterior, es crucial evaluar cuál es el aporte que hace el sector de la extracción de combustibles fósiles al desarrollo sostenible en Colombia. ¿Es un trampolín o un ancla?

			En este camino, algunos autores abordados han tenido poco éxito al integrar los conceptos ambientales con los socioeconómicos en los análisis de sostenibilidad en la minería; tampoco hay mucha claridad cuando tratan de explicar cómo una mina debe poner en práctica acciones de desarrollo sostenible (Hilson y Murck 2000). Lo que sí parece claro, es que el desarrollo sostenible en el contexto de la minería requiere un compromiso de mejora ambiental y socioeconómica desde la exploración minera, pasando por la operación y llegando hasta el cierre de minas. Esta “mejora” no puede limitarse a promesas o aportes indirectos, sino que, en aras de la transparencia y la legitimidad, debe darse de forma clara, directa, incluyente, efectiva, corroborable por actores independientes y contrastada con una línea base.

			En Colombia se ha incrementado la explotación minera considerablemente desde el año 2007, en el cual pasó de tener 2.000 a más de 8.000 títulos mineros en 2010 (Rueda 2011); y solo para el año 2018 se otorgaron 1.322 nuevos títulos mineros en Colombia (UPME 2018b). Las rentas de recursos naturales son un factor central en la economía y en la política colombiana. Esto se deja ver a través de los últimos Planes Nacionales de Desarrollo (2010-2014, 2014-2018 y 2018-2022) que presentan la minería como uno de los ejes centrales del desarrollo (DNP 2010, 2014, 2018). Todas estas acciones que favorecen desproporcionadamente al sector minero-energético han provocado que economías como las del departamento del Cesar y La Guajira sean economías cada vez más “rentistas” que dependen en su mayoría de la extracción de materias primas y de los recursos de la tierra (Richani 2005), a pesar de que estos sectores no son grandes generadores empleo y que sus aportes al desarrollo o al progreso son materia de debate.

			Al respecto, desde la academia se ha tratado de demostrar que los países que centran su actividad económica en la explotación de los recursos naturales tienen menores tasas de crecimiento económico y social en el largo plazo (Morales 2012). Conocida como la maldición de los recursos naturales, esta idea afirma que los países que favorecen desproporcionadamente la explotación de recursos naturales, tienden a crecer menos y de forma más inequitativa que aquellos países en los que la extracción no ocupa un lugar privilegiado (Arias y Gómez 2014; Davis y Tilton 2005; Ross 1999).

			En el debate académico, se ha podido observar empíricamente la existencia de la maldición de los recursos naturales (Auty 1993; Campo y Sanabria 2013; Davis y Tilton 2005; Ross 1999; Sachs y Warner 1995) y su frecuente relación con la debilidad de las instituciones políticas y de justicia, muy común a su vez en países en vías de desarrollo con abundancia de recursos naturales. Tales países, como Colombia, suelen tener bajos niveles de ahorro y por ende bajos niveles de capital de inversión. Por ello, ven en la explotación de recursos naturales una ventaja y oportunidad de generar ingresos (Richani 2005, 2010).

			Al respecto, distintos autores asocian el atractivo de perseguir estas rentas de los recursos naturales con la posibilidad del Estado de funcionar sin necesidad de cobrar impuestos (Morales 2012; Wenar 2015). Si un Estado puede crear sistemas asistencialistas o aparatos de represión, sin necesidad de cobrarle impuestos a sus ciudadanos, el Estado se vuelve independiente de la ciudadanía por medio de la generación de rentas de recursos naturales, mientras que la ciudadanía se vuelve cada vez más dependiente del Estado (Wenar 2015).
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			Un ejemplo de cómo las rentas de recursos naturales permiten al Estado y a actores corporativos actuar sin necesidad de legitimarse ante la población, es el del financiamiento de las Fuerzas Armadas por parte de las multinacionales, principalmente del sector minero-energético. En Colombia, es completamente legal, y de hecho frecuente, que la Fuerza Pública, a través de convenios, reciba recursos de empresas como Drummond o Cerrejón, a cambio de seguridad y vigilancia en sus instalaciones, de priorizar los casos legales en los que las empresas se vean comprometida, y de poner especial atención en los casos que afecten a las empresas (Pacifista 2019). Mientras esto ocurre, líderes sociales denuncian ser víctimas de abuso de autoridad y de utilización de la fuerza por parte de la Fuerza Pública a raíz de este tipo de convenios, situación que terminan por generar profundas asimetrías legales entre los líderes y las empresas. En estas condiciones, claramente, los líderes son los menos favorecidos (Pacifista 2019). 

			En este contexto, el libro Tierra Maldita (Centro de Memoria Histórica 2016a) narra los hechos ocurridos en la zona minera del Cesar. En él, se ilustran las relaciones entre el conflicto armado y las actividades mineras llevadas a cabo por diferentes empresas. También se discuten los hechos en los que grupos armados como las guerrillas y los paramilitares, a través de su actuar delictivo, obligaron a miles de campesinos a abandonar tierras, que fueron compradas después por empresas mineras para realizar sus actividades. Estos lugares fueron el punto de origen o epicentro de la violencia y luego terminaron siendo lugares especiales para la explotación carbonífera a gran escala en Colombia. 

			Además, llama la atención “la coincidencia de las versiones según las cuales paramilitares desmovilizados llegaron a la zona minera para proteger intereses económicos de comerciantes, ganaderos y de las compañías carboneras. —Las empresas carboníferas que pagaron por esto fueron Carbones del Caribe, Prodeco y otras que yo no tengo los nombres, pero los tiene Jorge 40. Él puede explicar en detalle” —, declaró el exjefe paramilitar Mancuso, en relación con esto, en una versión libre de Justicia y Paz de 2007, y aseguró que estuvo en dos encuentros con empresas carboneras en los que también participó Jorge 40 (Fiscalía General de la Nación, mayo 17 de 2007, Unidad de Justicia y Paz, Versión libre de Salvatore Mancuso, alias El Mono) (Centro de Memoria Histórica 2016b, p. 57).

			Por otro lado, es también importante ver cómo esas rentas pueden afectar los niveles de corrupción. En Colombia, un país con problemas por la alta dependencia de un sector con poco valor agregado y débil encadenamiento con otros sectores económicos (Garay Salamanca et al. 2013), la renta minera se orienta a la financiación de proyectos que a veces resultan ineficientes, e implican despilfarro y corrupción por quienes buscan rentas mediante acciones ilícitas. Entre los años 2012 y 2017, La Guajira obtuvo recursos del Sistema General de Regalías por un valor cercano a los $2,5 billones, de los cuales $1,8 billones (el 75,3 %) se destinaron a inversión directa, mientras que el departamento del Cesar obtuvo un valor superior a los $2,4 billones, y el valor de inversión fue de $1,8 billones (el 76 %).

			Entre los principales beneficiarios de recursos de regalías en el departamento de La Guajira se encontraron los municipios de Uribia ($114 mil millones), Albania ($97 mil millones) y Barrancas ($63 mil millones) (los municipios más pobres del departamento), mientras que en el Cesar fueron La Jagua de Ibirico ($169 mil millones), Becerril ($98 mil millones) y Chiriguaná ($53 mil millones). Del total de dinero invertido en 517 proyectos en el departamento de La Guajira y 517 proyectos en el Cesar, solo se ejecutaron el 45 % y el 40,6 % al corte 31 de diciembre de 2017, respectivamente (Contraloría General de La Nación 2018a, 2018b). Estas mismas cifras de Contraloría muestran que los sectores en los que más se invirtió en proyectos para ese periodo fueron transporte, educación y vivienda, a pesar de que la misma fuente muestra que ambos departamentos tienen un alto porcentaje de pobreza multidimensional, muy por encima del promedio nacional, y que La Guajira, en este mismo sentido, es el tercer departamento más pobre del país.
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			Esa realidad es resultado parcial de gobiernos con instituciones débiles que, por falta de capital propio, tienen que competir en los mercados internacionales de capital, con el fin de ofrecer “mejores” condiciones a las empresas multinacionales para que inviertan en su país. En tal situación, los inversionistas extranjeros terminan por imponer sus condiciones, ya que son ellos quienes pueden decidir si invertir ante unas condiciones óptimas o no, en favor de sus intereses.

			En tal situación, los gobiernos que se interesan en la maximización de sus rentas, poco o nada les importa que, cuando una empresa extranjera empieza a extraer recursos en su país, gran parte de los ingresos resultantes de esa actividad se vayan al exterior (ver sección 4) o se pierdan por malos manejos y corrupción. De acuerdo con Wenar (2016), la naturaleza de estas rentas es que constituyen ingresos que no hay que producir o trabajar, sino que solo tienen que ser extraidas y apropiadas, lo que constituye rentas atractivas y fáciles de aprovechar. Así, la extracción de minerales a gran escala ocasiona que, en la práctica, su comercio implique para Colombia simplemente una transferencia de riqueza hacia el exterior.
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			Al respecto, se ha podido observar que los países que tienen menor base industrial y mayor debilidad institucional son los más afectados por la maldición de los recursos naturales (Amézquita 2014). Evitar la maldición depende en gran parte de la voluntad con la que los respectivos gobiernos e instituciones actúan, de la transparencia en el uso de las rentas y de la capacidad para crear políticas que permitan diversificar la matriz productiva del país, así como a dinámicas inherentes de las economías extractivas, entre las que están los efectos de la enfermedad holandesa (N. Arias y Gómez 2014).

			La enfermedad holandesa es un fenómeno que ocurre cuando un país que no extraía recursos naturales a gran escala con fines de exportación, o que lo venía haciendo en una menor escala, empieza a hacerlo de manera desproporcionada y sin las políticas adecuadas. Esto lleva a que, por la combinación de la entrada de divisas derivadas de las nuevas inversiones y por las ventas del recurso en los mercados internacionales, ocurra una revaluación de la moneda nacional, lo que hace cada vez más competitivas las importaciones y menos competitivas la producción nacional y las exportaciones de los sectores no extractivos (Campo y Sanabria 2013; Morales 2012). Esto conlleva un efecto negativo cuando el capital se desplaza al sector extractivo, dejando a los demás sectores rezagados y  minimizando la diversificación de la economía nacional (Campo y Sanabria 2013).
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			A nivel local, cuando se inician las actividades extractivas, dicho sector captura mayores porciones de la fuerza laboral, pudiendo ofrecer mayores salarios, en comparación al resto de los sectores. Por un lado, esto lleva a que muchas personas pasen de producir o laborar en sectores como la agricultura o la industria a hacerlo en la extracción de recursos naturales, mientras que, por el otro, eleva el nivel de salarios en todo el mercado laboral local, convirtiendo a la economía local en poco competitiva y poco diversificada. A la final, se desplazan las demás actividades productivas y se produce un incremento en la economía de servicios (que se alimenta de los patrones de consumo del sector extractivo), en la economía informal y en el desempleo (ya que la demanda de trabajo disminuye en otros sectores que no son competitivos) (Davis y Tilton 2005; ANIF 2012; Morales 2012). Una de las consecuencias de la enfermedad holandesa es una desindustrialización relativa de la economía, que convierte a una economía como la de Colombia en una economía altamente dependiente del exterior, poco productiva y poco competitiva tanto local como internacionalmente.

			Además, cuando sucesivos gobiernos en un país permiten o fomentan que un sector de la economía como el extractivo crezca sin control, ocurre que gran parte de los factores de producción (como maquinaria, capital financiero o mano de obra calificada) son absorbidos por el sector que ofrece más y mejores rentas y salarios, mientras que otros sectores, como el manufacturero o la agricultura, difícilmente podrán estar en condiciones de competir. El resultado es que sectores claves para la economía colombiana, como la industria, son desplazados por la extracción de recursos naturales en términos relativos.

			Hasta el primer trimestre de 2019, los sectores que más reportan aumentos de producción son el sector financiero, el minero y el comercial. La industria presenta un relativo estancamiento y la agricultura ha decrecido (Portafolio, 2019). Las rentas del carbón o minería en general, las del petróleo e incluso el narcotráfico, son las que estarían impulsando la economía del país. Estas cifras muestran que el crecimiento en Colombia está centrado en sectores que no tienen mayor efecto multiplicador en el empleo, y el aumento del PIB no se refleja como sería deseable: en más oportunidades para la población en general (Portafolio, 2019). Tal y como se ha descrito en este punto, mientras la “locomotora minero-energética” sigue siendo la prioridad, el PIB de industria y agricultura se estancan u oscilan en un letargo del 0 a 3 % de crecimiento anual durante el periodo 2006-2018. En Colombia, la industria no ha encontrado salidas al estancamiento como consecuencia de la enfermedad holandesa (L. Á. Pardo 2019). Ante esto, vemos que estancamiento y letargo son palabras que sintetizan los efectos de la minería en el desarrollo económico en Colombia. 
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			Desarrollo, ¿para quién? ¿Cuál es la realidad sobre el aporte económico y fiscal del sector minero-energético a las regiones y el país?

			Uno de los mayores argumentos que usan el sector carbonífero y el gobierno nacional para sostener la contínua explotación de carbón térmico en el Cesar y La Guajira es su importante aporte económico a las regiones y al país (ver, por ejemplo: Ponce Muriel 2014). Se dice que el aporte en regalías ha sido billonario, que las regiones dependen de estos recursos para su subsistencia o que el Estado, e incluso la economía nacional, se verían profundamente afectados si se dejara de extraer carbón. No obstante, considerando la posibilidad cada vez más inminente del fin de la explotación del carbón, surgen varios interrogantes claves del siguiente tenor: ¿Cuál es el verdadero aporte económico y/o fiscal de la extracción de carbón a gran escala en el Caribe colombiano? ¿Cómo se compara la riqueza generada con los daños causados al territorio y sus habitantes? ¿Cómo se distribuye la riqueza generada con el carbón entre los actores involucrados en su extracción?

			Una primera mirada se puede dar desde las cifras mismas que ofrecen empresas como Cerrejón (2018). Si bien la empresa generó aproximadamente 7,6 billones de pesos en valor económico en 2017 y 7,8 billones en 2018, es cierto que de esos recursos más del 58 % fluyó hacia el exterior como pagos a accionistas y a proveedores o contratistas extranjeros en el año 2017; y de los casi 7,8 billones de valor que se generaron en 2018, tan solo el 0,03 % se distribuyó como inversión en las comunidades afectadas por la minería (Cerrejón S.A 2018). 

			En lo que respecta al aporte tributario de la minería de carbón, el desbalance económico de la extracción de carbón llama aún más la atención. Garay et al. (2014) y Rudas y Espitia (2014) analizan la participación del Estado y de la sociedad en la renta minera, confrontando las cifras con las exenciones tributarias al sector minero. Del 2007 al 2009 las exenciones pasaron del 68 % del total percibido de regalías mineras al 103 % (incluyendo el descuento en el precio de la gasolina). 

			Rudas y Espitia (2013) señalan que, entre el 2005 y el 2010, las grandes empresas del sector minero pagaron cerca de 880 mil millones de pesos por el impuesto de renta. En el mismo lapso, gracias a deducciones, descuentos y exenciones lograron ahorrarse 1,78 billones de pesos, es decir, por cada 100 pesos efectivamente pagados (por renta), las empresas mineras tuvieron “descuentos de más de 200 pesos”; descuentos que terminan representando pérdidas para el Estado. Entre tanto, datos de la DIAN demuestran que, en el periodo 2012-2014, la disminución del aporte del sector carbonífero (y petrolero) en los ingresos de la Nación se debió en su mayoría a los “beneficios tributarios integrales”, especialmente a los correspondientes a “Otras Deducciones”, y no a la caída en los precios del carbón y el petróleo en dicho periodo, tal y como lo quisieron hacer ver el gobierno nacional y las empresas mineras en su momento (Pardo 2018).

			Según los datos de 2017 publicados por la Iniciativa para la Transparencia en las Industrias Extractivas (EITI-Colombia), las empresas carboníferas pagaron al gobierno impuestos de renta (7,7 % de los ingresos ordinarios), pagos por regalías (7,19 %), impuestos a la riqueza (0,17 %) y otras compensaciones económicas (0,24 %). La totalidad de pagos al gobierno constituyen en el año 2017 no más que 15,31 % de los ingresos ordinarios de la minería de carbón a gran escala. De acuerdo con cálculos propios, basados en los datos publicados por la DIAN (2019), en 2018 el subsector de extracción de hulla y carbón de piedra, al que pertenecen las grandes carboneras, tan solo pagó por impuesto de renta un 6,35 % de sus ingresos ordinarios.
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			Ahora bien, sin dejar de lado las altas sumas dejadas de recibir por el Estado gracias a las exenciones y beneficios tributarios concedidos a las empresas mineras, también se deben tener en cuenta los onerosos costos que ha tenido que asumir la Nación por diferentes fallos judiciales relacionados con la extracción y el transporte del carbón en Colombia. Por ejemplo, la Corte Internacional de Arbitraje de la Cámara de Comercio en París falló en contra del Estado colombiano por incumplimiento en contratos de transporte hechos con la estatal Ferrovía en 1991, licitación que fue luego entregada a FENOCO en 2003 y que, según la empresa Drummond, debido a varias modificaciones por parte del Estado colombiano, causó varios retrasos en la utilización de las vías férreas, afectando la normalidad de sus operaciones y dejándoles millonarias pérdidas. Este Fallo fue aprobado en diciembre de 2011 por la Corte Suprema de Justicia en Colombia, e indemnizó a la multinacional Drummond con una suma cercana a los 60.000 millones de pesos, la cual fue pagada por el Ministerio de Transporte (Corte Suprema de Justicia 2011).

			Un segundo caso, al otro lado de la balanza, sucedió el 13 de enero del 2013 cuando, durante operaciones de cargue de la multinacional Drummond en el municipio de Ciénaga, se hundió una de las barcazas. Con esto, se vertieron al mar unas 500 toneladas de carbón, situación que encendió las alarmas ambientales por los impactos negativos a los ecosistemas marinos. Por este hecho, la ANLA multó a la multinacional Drummond con una suma de de 9.965 millones de pesos, una de las multas más altas que ha impuesto la ANLA. Además del pago de la multa, en el Fallo se incluyeron algunas cláusulas adicionales como la suspensión de las actividades de cargue, el no despido de los empleados y la construcción de un puerto propio para embarque directo a los buques, cláusulas que, al no ser acatadas de inmediato por la empresa minera, provocaron que la Superintendencia de Puertos y Transporte impusiera una multa adicional por 1.540 millones de pesos el 8 de enero del 2014 (Arias 2013).
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			Bajo el panorama expansivo de la explotación de carbón en el Caribe colombiano y sus consecuencias ambientales y sociales, se distinguen dos puntos críticos: por un lado, la responsabilidad de las empresas mineras ante los daños ambientales y los problemas de salud de los habitantes de los departamentos mineros, y por otro, la participación del Estado colombiano que ha sido ampliamente cuestionada por las altas exenciones tributarias.

			Si a esto se le suma la falta de control sobre los impactos ambientales y sociales producidos por la minería (ver sección 8), se estaría hablando no tan solo de una gran pérdida de ingresos fiscales estatales, sino también una gran pérdida por los costos sociales, ambientales y de derechos humanos que dichas empresas multinacionales mineras no pagan, a expensas de un detrimento del patrimonio del Estado y pueblo colombianos. Esos costos se han ido acumulando con el tiempo y representan una creciente deuda económica, ecológica y social (Cardoso 2015; Cardoso y Ethemcan 2018).
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			La verdad sobre el aporte laboral del sector minero-energético y particularmente del carbonífero

			Un aspecto adicional que surge cuando se habla de la minería de carbón a gran escala en el Cesar y La Guajira, es su impacto positivo sobre el empleo en estas regiones caracterizadas por altas tasas de desempleo e informalidad (Mintrabajo 2020a, 2020b). Allí, las oportunidades laborales que ofrecen empresas carboníferas como Cerrejón, Drummond y Prodeco, entre otras, se encuentran entre las mejores de la región Caribe y brillan usualmente por una buena remuneración y prestaciones sociales (salud, educación, vivienda y esparcimiento) (Cerrejón S.A. 2018, Drummond LTD. Colombia, 2018).

			Sin embargo, la realidad de la región muestra que estas condiciones favorables solo cobijan a una porción mínima de la población local y del total de los empleados del sector. De acuerdo con cifras del Ministerio de Trabajo, estas empresas ofrecen empleo tan solo al 1,8 % de la población del departamento de La Guajira y al 0,9 % de la del departamento del Cesar (Mintrabajo 2020a; 2020b). Un rasgo adicional del bajo aporte laboral del sector carbonífero es que, a pesar de ofrecer generosas prestaciones sociales a algunos de sus empleados, presenta una tendencia a ofrecer precarias condiciones laborales a muchos otros del total de sus empleados (Hawkins y Tangarife 2014). Es este el caso de aquellos que son contratados en la modalidad de tercerización y devengan salarios más bajos que sus compañeros vinculados de manera directa que desarrollan labores similares. 

			De acuerdo con diferentes decisiones judiciales (AIL 2017), la empresa Cerrejón ha recurrido a estas prácticas como estrategia corporativa, con el objetivo de obtener importantes beneficios económicos. Cerrejón, según su informe de sostenibilidad, tenía 6.171 empleados directos y 7.099 empleados indirectos en 2018 (Cerrejón S.A 2018). Tanto esta como otras importantes empresas mineras han sido sancionadas con altas sumas de dinero por estas prácticas consideradas ilegales y han sido  vinculadas a investigaciones legales (Barrios 2018; Las2orillas 2016). En su defensa, las empresas manifiestan ser respetuosas de las leyes, sosteniendo que estas prácticas son tendencia global, ante lo cual no hay leyes en Colombia que las vuelvan ilegales (Drummond Ltd. 2016). El decreto 583 de 2016 estipula claramente:

			La tercerización laboral es ilegal cuando en una institución y/o empresa pública y/o privada coincidan dos elementos: - Se vincula personal para desarrollo de las actividades misionales permanentes a través de un proveedor de los mencionados en este decreto - Se vincula personal de una forma que afecte los derechos constitucionales, legales y prestacionales consagrados en las normas laborales vigentes, (Mintrabajo 2016)

			Debido a que tales conductas han sido comprobadas ya en varias ocasiones (Hawkins y Tangarife 2014), esto deja en entredicho el actuar corporativo de las empresas involucradas.

			Más allá del número de empleos, consideraremos la procedencia de dichos empleados. Los informes de sostenibilidad de Cerrejón cuentan que, de los empleos ofrecidos, entre un tercio y la mitad de los empleados vienen de otras regiones. En la misma empresa, 1.7 % de los trabajadores hacen parte de grupos indígenas wayuu (Cerrejón S.A 2018), a pesar de que estos representan 38 % de la población del departamento de La Guajira (SINIC 2018).

			Aunque el sector carbonífero es el mayor empleador individual de los departamentos del Cesar y La Guajira, y a pesar de que representó el 49 % del PIB en La Guajira y el 46 % del PIB en el Cesar en el año 2017 (DANE 2017), su aporte laboral es mínimo en comparación con otros sectores como el turismo o la agricultura, que se han visto descuidados e incluso desplazados por la minería de carbón al pasar de los años. Tanto en términos absolutos (número de puestos de trabajo), como en términos relativos (% de todos los empleos a nivel departamental), si se compara con el pasado, se puede ver cómo la minería de carbón ha ido desplazando otras actividades productivas, como la agricultura, la ganadería o la industria, tanto a nivel nacional como a nivel departamental y municipal (Cámara de Comercio de La Guajira 2017). Los últimos datos muestran que la agricultura y la ganadería hoy representan solo el 4,5 % (Mintrabajo 2018b) del PIB departamental de La Guajira, pero ofrecen el 21,9 % de los empleos (Mintrabajo 2020b). 

			Después de casi 40 años de operación, en departamentos con alto desempleo como lo son el Cesar y La Guajira (con 15,2 % y 15,9 %, respectivamente), se puede constatar que se está generando poca participación frente a las diferentes actividades económicas de las regiones en la población laboralmente activa (FILCO 2018a; 2018b). Para una población económicamente activa de 406.072 personas en el Cesar y 496.436 en La Guajira, las cifras de las principales empresas carboníferas (Drummond, Cerrejón y Prodeco) confirman que la minería de carbón ofrece 13.837 empleos directos y 17.229 empleos indirectos hasta el 2018 (Cerrejón S.A 2018; Drummond LTD. Colombia 2018; Grupo Prodeco 2018, 2019).
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			Mientras que se han generado pocos empleos para el nivel de riqueza extraida, es claro que los cambios en la estructura productiva de las regiones han afectado de manera más marcada a los territorios aledaños a las explotaciones mineras (Bayona Velásquez 2016; Bonet 2007). En pocas palabras, dejaron pasar 40 años sin que se hiciera mucho por formalizar o fortalecer las economías locales. 

			Por un lado, se fueron dejando las actividades agrícolas como la producción de algodón, así como pequeñas actividades industriales relacionadas con ese sector y con la palma de aceite (Gamarra-Vergara 2005; Zapata Ríos 2006). Por el otro, no se hizo mucho porque hubiera un encadenamiento real de la economía minera a las economías locales. A pesar de contratar muchos servicios a nivel local, ninguno de los municipios mineros tiene una proporción de empleo formal mayor al 20 % y casi la totalidad de los empleados locales tienen ingresos bajos o muy bajos (Mintrabajo 2020a, 2020b).

			Además, puesto que la minería de carbón necesariamente implica cambios en las actividades culturales, reflejadas por ejemplo en los patrones locales de alimentación, es visible una pérdida de la capacidad de autoabastecimiento local de muchas comunidades afectadas por la minería.16 También se nota el desplazamiento de comunidades, de fauna y flora por causa de procesos de acaparamiento y privatización de la tierra en zonas mineras, conducente a un cambio radical en el uso del suelo (Salinas Abdala, Hoyos, y Cristancho 2018). Así, en donde se generaban actividades como la ganadería, la caza y la recolección, hoy hay más de 200.000 hectáreas intervenidas o bloqueadas por la minería de carbón, que están profundamente ligadas a una grave destrucción de numerosas fuentes hídricas, y a la pérdida de la fauna y la flora de la región (González y Melo 2015).

			En suma, cuando se habla de minería de carbón en el Cesar y La Guajira, se trata de un sector que genera un empleo mayoritariamente tercerizado e indirecto. Este emplea a menos del 2 % de las personas ocupadas a nivel departamental, a pesar de generar casi la mitad de la riqueza. Se trata de un sector que en las últimas décadas no ha contribuido mucho a mejorar las condiciones laborales en las regiones carboníferas. Por el contrario, ha estado ligado con numerosas vulneraciones a derechos laborales y sindicales. Entre tanto, quienes menos han sido favorecidos por el empleo minero son las comunidades indígenas y afrocaribeñas en los departamentos del Cesar y La Guajira, especialmente el pueblo wayuu.

			El sector carbonífero es un sector que trae a muchos de sus empleados de otros departamentos de Colombia, e incluso del exterior. Ofrece un nivel de empleo desproporcionalmente bajo en relación con la riqueza que genera y que, en La Guajira, emplea a 235 indígenas wayuu (1,7 % del total de empleados), incluso cuando estos representan casi el 40 % de población del departamento. Por ende, decir que el empleo en el Cesar o La Guajira depende de la minería de carbón es como mínimo impreciso.

			

			
				
					16. Es el caso de la pérdida del guáimaro, un fruto esencial en la cultura y la cosmogonía wayuu, de gran valor nutricional. Con la llegada de la minería a la Baja Guajira su cultivo y sobre todo su intercambio se volvió inviable por la intervención que sufrió el territorio, lo que llevó a fracturar los vínculos sociales, nutricionales y culturales de las diferentes comunidades wayuu, acostumbradas desde siempre a intercambiar productos y moverse dentro del territorio (CCAJAR 2019).
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			Si esos son los ingresos de la minería, entonces, ¿cuáles son los verdaderos costos de la extracción del carbón?

			Como se ha podido observar en las anteriores secciones, son varias las precisiones que se deben hacer sobre la minería de carbón para no sobrevalorar el aporte laboral, económico o fiscal del sector carbonífero. Sin embargo, cuando se habla de minería de carbón, se tiende a pensar exclusivamente en el valor monetario que este genera, las exportaciones que impulsa, las divisas que trae o las regalías y/o impuestos que paga (ver por ejemplo: Ponce Muriel 2014). Y sí, la minería de carbón genera una riqueza importante y juega un papel central en la canasta exportadora colombiana (la sección 3 nos muestra un consolidado de sus aportes más importantes).

			Sin embargo, como muestra la gráfica 6, el valor generado por la venta de carbón en el exterior no logra compensar los costos ambientales y sociales generados a nivel local, como son los daños en los ecosistemas naturales, la contaminación del aire y del agua, los impactos en la salud pública (mostrados en el gráfico 5), los desechos mineros, las pérdidas agrícolas, la producción de dióxido de carbono (CO2), y los pasivos ambientales (AbdelGawad et al. 2015; Cardoso 2015). Por ser valoraciones con altos grados de incertidumbre, la gráfica 6 presenta estimativos mínimos (barras verdes) y máximos (barras rojas) de lo que representan diferentes costos socioambientales vs. los ingresos y regalías generados por la extracción de una tonelada de carbón.
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			Gráfica 6: Ingresos y costos socioambientales de la extracción y combustión del carbón.

			Fuente: Cardoso (2015), precios actualizados a USD de 2019.

			Adicionalmente, es clave reconocer que cada tonelada de carbón extraída en lugares como el Cesar o La Guajira conlleva costos socio ambientales en otros lenguajes de valoración que no se pueden medir en términos exclusivamente monetarios (Cardoso 2018). Entre estos están desplazamientos de comunidades locales, conflictos sociales, violación de los derechos civiles y territoriales, desarraigo cultural e histórico, afectaciones en la salud socioambiental, ruptura del tejido cultural en las comunidades, pérdida de biodiversidad, ecosistemas y hasta de vidas humanas.17 

			En términos generales, no existe un documento de las empresas mineras o del gobierno que hable explícitamente de estos costos globales de la explotación carbonífera. En el Plan Nacional de Desarrollo Minero no hay un lugar en el que se trate siquiera de reconocer que la extracción de carbón con fines de exportación no solo genera riqueza, divisas, impuestos y demás, sino que también genera unos costos para la sociedad que incluso nos pueden terminar acompañando a perpetuidad (Ángel Huertas 2019).
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			Ignorar, por acción u omisión, los costos y pasivos que genera la extracción y el transporte del carbón no exime al Estado colombiano, así como a las empresas mineras, de una responsabilidad ética y moral al respecto. Es imperativo, además, contemplar también los costos socioambientales de la combustión del carbón, independientemente de si esta se da en Colombia o en el exterior, a donde llega entre el 90 y el 95 % del carbón producido en Colombia (USGS 2019; VDKI 2018).

			Además de los costos generados en las etapas de extracción, transporte y procesamiento del carbón, los daños generados por la combustión del carbón incluyen las emisiones de CO2 y su nefasto efecto sobre el cambio climático, así como contaminación del aire, el suelo y las fuentes hídricas (Cardoso 2015; Greenpeace 2015; Myllyvirta, Dahiya, y Sivalingam 2016; FRL y Sintracarbón 2019). Todos estos costos globales pueden llegar a estimarse hasta por un valor de US$2.116,02/ tonelada (Cardoso 2015; Epstein et al. 2011); más de cuarenta veces lo que se paga por una tonelada de carbón en los mercados internacionales.

			Esta situación lleva a que las desigualdades, y por ende las injusticias, en la distribución de los costos y beneficios reales de la extracción de carbón sean enormes (Healy, Stephens y Malin 2019). Estas son particularmente evidentes cuando se observan los territorios mineros del Cesar y La Guajira, que, en teoría, son los que mayores beneficios económicos deberían recibir por la minería. Sin embargo, los territorios y las comunidades aledañas a la cadena de suministro de carbón viven en condiciones precarias de salubridad y de pobreza, y, paradójicamente, el 76 % de los municipios productores de carbón en el Cesar y La Guajira tienen Necesidades Básicas Insatisfechas (el NBI del Cesar es de 45 % y el de La Guajira es del 61 %, mientras el promedio a nivel nacional es de 28 %) (Rudas y Espitia 2013). La Guajira, de donde más carbón se ha extraído, es tan solo menos pobre que el departamento del Chocó y carece, en pleno siglo XXI, de cobertura absoluta de electricidad, saneamiento básico, agua potable, entre otros servicios públicos esenciales, especialmente en sus zonas rurales.

			La prevalencia de estas grandes y diversas desigualdades causadas por la minería de carbón en Colombia ha generado la necesidad de articulación desde movimientos sociales de tipo sindical, comunal y gremial, conformados en su mayoría por comunidades afectadas por la minería, que afirman que no puede haber desarrollo sin justicia social y ambiental (Tierra Digna et al. 2015). Muchos de estos actores cuestionan además los manejos administrativos de las regalías, la inversión y la responsabilidad social de las empresas extractivas, así como el impacto ambiental por los puertos y el proceso de embarque del carbón (Silva 2010). La siguiente sección ilustra algunas de las problemáticas sobre las que tratan de llamar la atención.

			

			
				
					17. Sobre esto se puede tener en cuenta por ejemplo: CENSAT y Cordaid 2016; Harris et al. 2016; Richards y Boom 2015; Saade Hazin 2013; Rudas Lleras et al. 2014; Garay, Leal, et al. 2013; CEPRID 2013; ABColombia: CAFOD, Christian-Aid, Oxfam-GB, SCIAF 2012; Sullivan et al. 2014; Llorente 2015; N. A. Janssen et al. 2012; IEA-International Energy Agency 2016; Greenpeace 2015; Myllyvirta, Dahiya, y Sivalingam 2016; The Lancet 2017; N. A. H. Janssen et al. 2011; Wang y Orris 2015; Holland 2017; Ponton 2017; Espitia-Pérez et al. 2018; Rosa Luxemburgo et al. 2019; Saikia et al. 2018).
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			¿Minería sostenible, responsable y bien hecha?

			Las áreas mineras de los departamentos del Cesar y La Guajira sobresalen por su riqueza cultural, geográfica y por su extensa biodiversidad; unen ecosistemas diversos como La Sierra Nevada de Santa Marta, la Serranía del Perijá y la Ciénaga de Zapatosa, así como pueblos tan distintos como el wayuu, comunidades palenqueras y arrocheladas, o campesinas y mestizas (MINCIT 2017). Allí, la minería de carbón a gran escala ha estado asociada con diversos impactos socioterritoriales y ambientales, provocando el aumento de las brechas económicas, sociales y culturales, a las que ambos departamentos se enfrentan de forma cada vez más descarnada desde hace décadas (Fuentes et al. 2019; Salinas Abdala, Hoyos y Cristancho 2018; Tostón Sarmiento 2013). 

			Tomando La Guajira como ejemplo, como se verá, muchas de las brechas sociales a las que se enfrenta el departamento están relacionadas con la operación de la mina del Cerrejón (Girón Cuervo y Castro Riquett 2016). Entre otros, la minería de carbón afecta uno de los recursos esenciales para la vida: el agua. Esto sucede de varias formas: a través del proceso de extracción, cargue, transporte y embarque del carbón se usan grandes cantidades de agua para humectar las vías de operación de la mina, y así “evitar que se levante el polvillo de carbón”; también se usa para prevenir la autocombustión del carbón en los frentes mineros o las áreas de acopio.

			De acuerdo con lo que presenta la empresa, su operación se da siguiendo las mejores prácticas de la industria y altos estándares para asegurar una actividad responsable con sus grupos de interés (trabajadores directos e indirectos, comunidades vecinas y medio ambiente) (Cerrejón S.A 2018). Sin embargo, tal y como cualquier actividad minera a cielo abierto, la operación de Cerrejón suele generar daños irreversibles en el medio ambiente, especialmente en lo que tiene que ver con el agua.

			En muchos de los procesos de producción de la mina es importante que el agua que se usa no tenga substratos que puedan contaminar el carbón, ya que eso puede afectar su pureza y, por ende, su precio. Así, no es solo agua contaminada o de baja calidad la que se utiliza. En sus propios informes de sostenibilidad, la empresa reconoce haber usado en el año 2018 11,9 millones de metros cúbicos de agua, de los cuales 9,7 millones provienen de “agua de lluvia recogida y almacenada directamente por la organización”, y 767.903 m3 son recogidos de “aguas superficiales, incluida el agua de humedales, ríos, lagos y océanos” (Cerrejón S.A 2018).

			Ya que en el departamento de La Guajira solo hay una cuenca hidrográfica y muchos de los arroyos que alimentan al río Ranchería están cerca al Cerrejón, no es descabellado asumir que esos 767.903 m3 provienen de algún cuerpo de agua de esta cuenca hidrográfica. Cerrejón reconoce que, conforme con la resolución 1725 de 2012 de Corpoguajira, consume tan solo el 1,8 % de la captación regional del río Ranchería (Cerrejón S.A. 2019), y que recoge y almacena 9.721.400 m3 de agua lluvia. Puede que la compañía no extraiga el agua del río Ranchería, pero al evitar que esta llegue a su cauce, está disminuyendo considerablemente su caudal.

			Contemplando el agua de lluvia capturada por Cerrejón, su participación en el total de agua captada del río Ranchería se dispara de 1,8 % a más del 20 % del total captado. Mientras tanto, la empresa resalta que provee 27 millones de litros anuales (27 mil m3) a las comunidades en su entorno (un 0,22 % de los 11.667.825 m3 que Cerrejón consumió en 2018). En su defensa, dicen que el agua no es extraida del río Ranchería, sino que es recolectada de la lluvia. Sin embargo, si ellos no recolectaran esa agua de lluvia, ¿no terminaría el líquido en el río Ranchería? Tomando el caudal medio del rio (7,6 m3/s), Cerrejón por sí solo se estaría quedando con el 5 %. Si el caudal es de sequía (ej. 95 % menor a la media), Cerrejón se estaría quedando con el 96 % (!) del agua del río Ranchería.

			De esa manera, son por lo menos grandes interrogantes los que quedan al tratar de responder si la actividad minera causa alteraciones en las fuentes hídricas. Desde afuera es claro que las minas han causado desviación del cauce de ríos, contaminación de fuentes hídricas como consecuencia de la utilización de sustancias tóxicas como el arsénico y el mercurio, disminución de corrientes de agua superficiales y subterráneas y surgimiento de drenajes ácidos/alcalinos mineros (CEPRID 2013; Garay et al. 2013). 

			Quizás esto facilita entender por qué las comunidades indígenas denuncian que la multinacional lo que ha generado con su actividad económica es la escasez del agua, al intervenir la cuenca del río Ranchería, la columna vertebral de todas actividades económicas que se desarrollan en el departamento de La Guajira (Indepaz, 2018). Esto ha puesto en riesgo la vida de miles de familias pertenecientes a las distintas etnias indígenas, afrodescendientes y las de habitantes de municipios cercanos.

			Para ilustrar, como resultado de la actividad minera de Cerrejón, son varias las formas en las que el río Ranchería termina captando los residuos que la mina produce durante el proceso de extracción del carbón, causando una alteración en el curso del agua y provocando perdida de flora y de fauna, así como la extinción de especies acuáticas que durante años fueron fundamentales para la subsistencia de las comunidades de la zona (Girón Cuervo y Castro Riquett 2016). Además, en el agua se transportan partículas que dañan o esterilizan el suelo circundante y contaminan o secan  las fuentes de agua, lo que dificulta las actividades agrícolas y ganaderas, actividades que representan la segunda fuente de empleo del departamento (Harris, Anne; Hall, Scarlet; Brown, Katy y Munnion 2016; Re:Common 2016a; Wilde-Ramsing y Steinweg 2012). 

			Además de la enorme escala de intervención que se le hace al agua de La Guajira, surge una fuente adicional de afectaciones y contaminación vinculada a la actividad minera: los botaderos (Fierro, 2016). Por cada tonelada de carbón minada en los tajos operados por empresas como Cerrejón, se generan siete toneladas de desechos rocosos, según reporta la misma empresa ante la ANLA18,  y se estima que para 2025 la relación será de ocho toneladas de desechos por cada tonelada de carbón extraída (Fierro y Llorente 2016; Indepaz 2018; Tierra Digna et al. 2015).

			Esto indica que, si entre 1990 y 2016 se exportaron 614 millones de toneladas de carbón, la producción de piedra estéril ascendió a 4.298 millones de toneladas en cuanto al carbón exportado en ese periodo (Indepaz, 2018). Todo este material rocoso es expuesto a las condiciones atmosféricas de la Baja Guajira, lo que genera sustancias peligrosas como lixiviados y ácidos que ocasionan daños potencialmente irreversibles en las cuencas hídricas, y metales pesados que terminan en la cadena alimenticia de la población guajira (ABColombia: CAFOD, Christian-Aid, Oxfam-GB, SCIAF 2012; Alianza Mundial de Derecho Ambiental (ELAW) 2010).

			Además de contaminar el agua y la vegetación destinadas para el consumo humano y animal, el polvillo de carbón y del material estéril ha sido ligado a la ocurrencia de enfermedades respiratorias por contaminación del aire (Cabarcas-Montalvo, Olivero-Verbel, y Corrales-Aldana 2012; FRL y Sintracarbón 2019; Saikia et al. 2018). Diversos estudios incluso han descubierto vínculos entre la contaminación atmosférica y daños celulares, alteraciones del ADN, tanto de animales como de humanos, exponiendo a los afectados a diversas enfermedades, entre ellas el cáncer (León-Mejía et al. 2011; León et al. 2007). Como concluyen diferentes sentencias judiciales para el Cesar (Corte Constitucional 2013) y La Guajira (Corte Constitucional 2019), las empresas carboníferas son las mayores responsables por la contaminación atmosférica y la resultante prevalencia de enfermedades respiratorias crónicas en ambos departamentos.

			En palabras de quien vive en el territorio: Testimonio de lideresa indígena wayuu

			Cerrejón se ha empeñado durante años en sostener su versión de hacer “minería responsable” y de buenas relaciones con las comunidades. Eso es falso. La empresa multinacional Cerrejón ha venido violando derechos humanos y medioambientales en todo el corredor minero. Las comunidades indígenas wayuu son las más afectadas por las actividades de la empresa. La empresa emite grandes cantidades de material particulado PM.2.5 y P.M. 10, de las que supuestamente lleva completo control a través de monitoreos, que arrojan resultados “permitidos” por los entes de control.

			La empresa Cerrejón seguidamente argumenta que las afectaciones en las comunidades son por mal manejo de residuos sólidos, biomasa, corrales ovinos cercanos a las casas, y supuestas quemas (socola) de terrenos o incendios provocados, y que las afecciones respiratorias, cardiovasculares y dermatológicas que presentan los niños y adultos mayores de las comunidades cercanas a la minería se deben a la falta de atención médica en la población. En pocas palabras, ellos dicen que nosotros no cuidamos a nuestros hijos y que somos desaseadas. Al respecto pienso que a la empresa Cerrejón solo le importan sus intereses económicos y que no les importa llevar “nuestro carbón manchado de sangre” al extranjero, sangre de todos los niños, adultos, animales y plantas de nuestro territorio. Todo esto lo hacen y nos dejan en plena escasez de agua, arruinando nuestras tierras que antes nos proveían, pero que ahora son desérticas e infértiles, dañando la matriz de mujeres que ya no pueden dar vida, quitándole la tranquilidad a las soñadoras.

			¿Qué queda para las comunidades mientras exista Cerrejón?

			

			
				
					18. Nótese que estas cifras son diferentes a las expuestas por Tierra Digna et al. (2015), tal y como se mostró al comienzo de esta sección.
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			¿Qué hace entonces la institucionalidad socioambiental colombiana de cara a los megaproyecto minero-energéticos?

			Uno de los argumentos que frecuentemente se escuchan para justificar la conveniencia de la explotación carbonífera en los departamentos del Cesar y La Guajira, es que empresas mineras como Cerrejón, Drummond o Prodeco se enfrentan a entes que constantemente los controlan y monitorean (ver por ejemplo: Ponce Muriel 2014). Incluso, se referencia una multitud de procesos sancionatorios que han afectado a estas empresas por problemas de contaminación del aire (Corte Constitucional 2019), afectación de fuentes hídricas (Corte Constitucional Guerrero, 2017), vicios de forma y fondo en la realización de consultas previas (CCAJAR 2019; Vargas Silva 2016), y violación a derechos laborales y sindicales (Hawkins y Tangarife 2014), como prueba de que el control estatal es efectivo y suficiente.

			Sin embargo, es muy importante resaltar cuál es la asimetría de poder que enfrenta la institucionalidad socioambiental (y también fiscal) a nivel municipal, departamental y nacional, ante empresas de la talla de Cerrejón, Drummond, Prodeco o CNR. Para empezar, son los mismos entes de control los que reconocen no estar en capacidad de ejercer sobre megaproyectos (Correa, 2019). Una muestra de la débil capacidad de fiscalización del Estado colombiano es el muy limitado número de funcionarios dedicados a la evaluación y seguimiento de proyectos, como los que ejecutan las empresas mineras a gran escala. En la ANLA, de 73 funcionarios de planta, el 40 % tiene la tarea de ejercer control a nivel nacional, verificando que se implementen los planes de manejo ambiental de cientos de proyectos mineros, de infraestructura o energía. En el sector minero, a corte de 2019 se registraban 176 expedientes sancionatorios (ANLA 2019). 

			Mientras tanto, durante el 2017 la ANLA resolvió 537 solicitudes, de las cuales tan solo 19 fueron denegadas. Teniendo en cuenta que cada proceso sancionatorio o solicitud puede contener miles de folios e información profundamente técnica, que hay pocos recursos (humanos, técnicos y financieros) para adelantar inspecciones en terreno y que hay una predisposición a favorecer el desarrollo minero por encima de la conservación ambiental, es como mínimo dudoso que entes de control como la ANLA puedan ejercer una fiscalización efectiva en todos los proyectos.

			[image: ]

			Si se suma el promedio de contratistas que suele tener la ANLA, resulta que son alrededor de 160 funcionarios adscritos a la subdirección de Evaluación y Seguimiento. Trabajando día y noche, con las mejores capacidades, recursos e intenciones, difícilmente pueden hacerles seguimiento efectivo a 176 expedientes sancionatorios (0,9 funcionarios por expediente) o a 537 solicitudes (0,3 funcionarios por solicitud). Surge entonces la pregunta de si una autoridad como la ANLA está pensanda para cumplir una función de control y fiscalización medioambiental o, como dice el nombre de la Autoridad, solo funciona para dar las licencias.

			[image: ]

			Gráfica 7: Planta de Empleados por Dependencia

			Fuente: “Informe Gestión ANLA 2019” 2019.

			Pasando a otras áreas, es vital mirar cómo funciona la fiscalización laboral en el país y si se está en la capacidad de garantizar que el sector carbonífero no vulnere derechos laborales y sindicales, como efectivamente lo ha hecho en el pasado. De acuerdo con cifras del Ministerio de Trabajo, en 2014 Colombia contaba con 424 inspectores laborales para una población de 19.106.000 trabajadores (más de 45 mil trabajadores por inspector) (Mintrabajo 2014). Si bien se ha podido incrementar esa cifra a 952 inspectores en 2020 (reduciendo la proporción a casi 24 mil trabajadores por inspector), Colombia sigue sin cumplir los lineamientos de la OIT (un inspector por máximo 10 mil trabajadores) para garantizar los derechos laborales. Desde el tercer trimestre de 2017 y a corte de marzo de 2020, se habían abierto 70.438 expedientes sobre posibles vulneraciones a derechos laborales o la protección de salud ocupacional, de las cuales la mitad sigue abierta.

			En otras palabras, durante este periodo hubo un promedio de 74 expedientes por inspector. Recordando que cada proceso se puede extender por meses, si no años, que pueden acumularse cientos o miles de folios por expediente y que además los inspectores tienen que salir a campo a realizar inspecciones, vuelve a surgir la pregunta: ¿Tiene el Estado colombiano suficientes capacidades para garantizar que no se le vulneren los derechos laborales a nadie?

			[image: ]

			En el caso de la minería de carbón a gran escala, se debe contemplar una problemática adicional. Ya que las actividades extractivas se dan en enclaves mineros alejados de las zonas centrales del país, los inspectores laborales que van a ejercer su función en el Cesar y La Guajira usualmente dependen de la buena fe y el apoyo (muchas veces económico y por lo menos logístico) de las empresas a quienes deben fiscalizar, para cumplir su función.19 Sin asumir mala fe o hechos delictivos de nadie, como mínimo esto genera un conflicto de intereses y unos incentivos nocivos que pueden evitar que se protejan los derechos laborales en este sector.

			La dependencia de inspectores laborales o ambientales hacia las empresas mineras se hace más notoria cuando se tienen en cuenta las perspectivas laborales de los respectivos inspectores. Por un lado, estos sufren de una marcada precariedad laboral, caracterizada por contratos temporales, malos sueldos e incluso tercerización. Por el otro, quienes ejercen la función fiscalizadora están constantemente expuestos desde las más altas instancias gubernamentales (empezando por los lineamientos sentados por sucesivos Planes Nacionales de Desarrollo), así como desde diversas instancias mediáticas, a fuertes presiones para emitir conceptos favorables a la “locomotora minero-energética” mencionada en la sección 3. 

			Asimismo, surge en este contexto la problemática de las puertas giratorias. Muchos de los funcionarios que trabajan como inspectores laborales, ambientales o mineros, luego terminan trabajando en las empresas mineras o en empresas contratistas del sector.20 Esta situación lleva a que se ponga en tela de juicio el ejercicio de control y monitoreo de mucha parte de la institucionalidad socioambiental, en especial en departamentos como La Guajira o el Cesar.

			Como si fuera poco, los entes de control a nivel regional en las áreas de minería de carbón a gran escala, como por ejemplo Corpocesar, actúan en áreas del país en las que el Estado ha brillado históricamente por su ausencia. Allí, son recurrentes las acusaciones de que tales entidades se convierten en cuotas burocráticas de las administraciones departamentales, que presenten con frecuencia casos de corrupción y que padezcan un desfinanciamiento estructural.

			Con respecto a la presencia estatal, la situación es tan crítica que la ausencia de una presencia efectiva del Estado (sea a nivel departamental, nacional o municipal) lleva a empresas como Cerrejón a asumir funciones paraestatales en la provisión de servicios básicos (ej. salud, educación, vivienda y agua potable) (Banks 2017). Es difícil pensar que la población de las áreas afectadas puede estar en capacidad de ejercer un control ciudadano efectivo. Si una empresa remplaza al Estado en sus tareas más básicas, ¿qué incentivo puede haber para hacerle frente a esa empresa?

			Esto es aún menos probable en un contexto en el que las empresas pueden financiar directamente a la Fuerza Pública (Pacifista, 2019), en el que se estigmatiza y trata de hechar la culpa de los vaivenes de los mercados del carbón a comunidades y ONG (CENSAT-OCMAL 2016), y ocurren amenazas y asesinatos sistemáticos a defensores del territorio y los derechos humanos. Tan solo en los primeros cinco meses de 2020, dos líderes y/o lideresas del Cesar han sido asesinados. Desde 2016 ya son más del mil en Colombia.

			Una situación diferente, pero relacionada con el vínculo entre las empresas mineras y la institucionalidad socioambiental, es que muchas veces las empresas ni siquiera tienen que actuar de forma ilegal para evadir sus responsabilidades, sino que activamente logran cambiar el ordenamiento legal, de forma que su actuar siempre esté cubierto por la ley (Garay-Salamanca et al. 2008; Pardo Becerra 2018). Un ejemplo de cómo de forma conveniente las reglas se han cambiado para acomodar intereses particulares, es la normativa expedida por el Ministerio de Ambiente sobre los límites de diferentes niveles permitidos de partículas suspendidas. 

			La OMS prevé un límite más estricto (Janssen et al. 2012; WHO 2006), que la gráfica 8 muestra en azul (20 μg/m3 por año). Tal límite había sido parcialmente adoptado por la normativa colombiana (MADS 2010). Sin embargo, entre 2006, 2010 y 2017 se promulgaron tres diferentes límites a los niveles de partículas suspendidas (PM 2,5 y PM 10), con el resultado de terminar permitiendo niveles más laxos de contaminación (como muestra la línea roja en la gráficas 8). 

			[image: ]

			Gráfica 8: Promedio anual indicativo de PM10 para el 2020 en el SEVCA. Fuente: Corpoguajira 2020; WHO 2005.

			Como resultado, las conductas de empresas como Cerrejón terminan siendo amparadas por el ordenamiento legal, a pesar de no seguir las recomendaciones más básicas de prevención de enfermedades respiratorias severas en la población. Ante un derecho de petición enviado por CCAJAR a Cerrejón preguntando por los niveles de PM 2,5 en Provincial, la compañía se limitó a decir que sus niveles de contaminación aparecen “muy por debajo de los niveles legales” (ver línea verde). Si bien eso es cierto, la empresa se contradice cuando dice, como lo ha hecho en diferentes espacios mediales, que cumple con los estándares ambientales más estrictos. El estándar internacional es claramente más exigente  que el colombiano y está siendo profundamente infringido (ver línea negra). 

			[image: ]

			Gráfica 9: Promedio anual indicativo de PM2,5 para el 2018 y 2019 enResguardo de Provincial.

			Fuente: Ilustración propia basada en WHO 200521. Respuesta por parte de Cerrejón a Derecho de Petición por parte de CAJAR. 12.11.2019

			

			
				
					19. Información basada en entrevistas realizadas con diferentes actores involucrados en el sector carbonífero que han tenido contacto de primera mano con las situaciones descritas. Para mayor información ver Corral-Montoya (en curso).

				

				
					20. En un caso, por ejemplo, se habló de que todo el equipo de consulta previa del Ministerio del Interior luego terminó empleado en una conocida empresa minera de La Guajira.

				

				
					21. La gráfica no es exacta, sino ilustrativa, debido a la mala calidad de la imagen original en la respuesta al derecho de petición que recibió CAJAR.
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			Y después del carbón, ¿qué viene?

			No hay escape: aunque no sea usada en Colombia, una fracción muy importante de nuestra matriz productiva y energética depende de combustibles fósiles que hoy por hoy están llevando a la especie humana al borde de un colapso climático (IPCC 2014a, 2018). En Colombia, casi el 92 % de toda la energía producida proviene de fuentes fósiles (UPME 2020a). De esta energía (casi en su totalidad hidrocarburos y carbón), más del 60 % es exportada a otros países, representando así, en octubre de 2019, 52,4 % del valor FOB de las exportaciones totales de Colombia (DANE 2019a).

			Si bien el comercio exterior tan solo representa poco más de un tercio de la economía colombiana (World Bank 2020) y el sector minero-energético ha representado en promedio un 5,7 % de la economía colombiana desde 2005 (DANE 2019b), a nivel departamental y municipal sí se nota una fuerte dependencia del carbón y el petróleo. La economía colombiana es particularmente vulnerable a los vaivenes en los precios de los hidrocarburos (E. López et al. 2012).

			A nivel departamental, esta vulnerabilidad es aún mayor. En los departamentos productores, los combustibles fósiles pueden llegar a representar casi la mitad del PIB (para el Meta, el Cesar, La Guajira y Casanare, por ejemplo) (DANE 2017). A nivel municipal, las economías de los mayores municipios productores dependen casi absolutamente de la extracción de combustibles fósiles, con porcentajes del PIB municipal asociado a actividades primarias (especialmente hidrocarburos y/o carbón) que van desde el 78,3 % en Orocué y 84,65 % en Tauramena (Casanare), hasta alrededor del 95 % en Becerril (Cesar), Albania y Barrancas (La Guajira) o Castilla La Nueva y Puerto Gaitán (Meta) (DANE 2017). 

			Esta situación es el resultado de un proceso en el que se comenzaron a implementar actividades extractivas a gran escala en el país. Al mismo tiempo que la extracción de carbón y petróleo aumentaba, sectores económicos como la industria y la agricultura se fueron desplazando, causando que, a pesar de tasas de crecimiento económico sostenido, se generaran pocos puestos de trabajo.22 Parte de ese desplazamiento se dio debido al boom de precios de principios del siglo XXI y redujo la importancia del sector industrial y agropecuario (ANIF 2012; Clavijo, Vera y Fandiño 2013). Hoy, cuando ese boom ya es tan solo un lejano recuerdo, subsiste la posibilidad de que, bajo una política económica adecuada, la industria y el agro vuelvan a ser los sectores de la economía que generen riqueza y empleo, ya que, es sabido que el sector extractivo no genera mucho empleo y tampoco riquezas al país  (Orduz Salinas et al. 2018).

			Esto adquiere particular urgencia, teniendo en cuenta que el mundo se encuentra en el camino hacia una transición energética y que, por ende, el país enfrenta varios retos debido a su dependencia a los combustibles fósiles. Para países como Colombia, que tendrían que iniciar una transición minero-energética pronto, existe es un gran riesgo y gran vulnerabilidad si se continúa apostando a la extracción de grandes cantidades de combustibles fósiles. En el mediano y largo plazo, una mala decisión en este aspecto podría llevar al país a ser geopolíticamente irrelevante (Overland et al. 2019).

			A pesar de que el aporte de la extracción de carbón es modesto en comparación con el del sector petrolero (1,2 % vs. 3,7 % del PIB nacional), no debe restarse importancia a los temores de los territorios donde el extractivismo impera y las economías locales son actualmente dependientes de la minería de carbón. Allí, trabajadores mineros, así como empleados informales y del rebusque, temen por el colapso de la producción de carbón.23

			Por medio de diversos foros y espacios de interlocución,24 se ha podido constatar la angustia que generan en los departamentos del Cesar y La Guajira los comunicados alarmistas de 2019 sobre los que se habló en la sección 2. Estos generaron gran incertidumbre al presentar un oscuro panorama del sector carbonífero por un lado y endilgarle parte de la responsabilidad de esa situación a organizaciones sociales y comunidades afectadas por la minería, mientras ignoran totalmente la responsabilidad de las empresas por no preparar los territorios en los que actúan para un futuro más allá del carbón.
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			Se debe analizar también la situación actual a la que se enfrenta el mundo con la pandemia del COVID-19, prestando especial atención a las regiones carboníferas del país. Sus economías se han visto fuertemente afectadas por un cese temporal de las activididades extractivas, para asegurar que se lleven a cabo los controles para la prevención del contagio y propagación de la pandemia. Las decisiones tomadas para prevenir el contagio han perjudicado los ingresos económicos de las familas que dependían del comercio informal que genera la operación minera en sus municipios, provocando que no se acaten las medidas de aislamiento preventivo, dado la necesidad de generar ingresos para el sustento diario (Cámara de comercio de La Guajira 2020; Mejía 2020).

			Esta situación confirma una complicada paradoja: quienes más sufren por la explotación minera, también están siendo los mayores perdedores de un proceso desorganizado de cierre de minas. Debido a la falta de alternativas productivas, tanto para trabajadores mineros, como para quienes les venden bienes y servicios, el cierre de las minas implicaría profundos traumatismos socioeconómicos. Lo que está suciendo ahora en el Cesar y La Guajira es tan solo un abrebocas de lo que podría ser un colapso desorganizado de las carboneras.

			El mayor temor es que los daños causados por la minería (en especial lo que tiene que ver con destrucción y/o contaminación de fuentes hídricas, tejido social y terrenos cultivables) puedan permanecer sin doliente en el territorio, condenando a regiones enteras, tanto en el Cesar como en La Guajira, a una falta permanente de alternativas laborales y productivas.

			Mientras se escriben estas líneas, en marzo de 2020, ni el gobierno nacional, ni los gobiernos departamentales han siquiera reconocido la posibilidad de que en un futuro cercano pueda colapsar la economía del carbón. Si bien en el Marco Fiscal de Mediano Plazo de 2018, el MinHacienda reconoce el problema de las oscuras perspectivas de los mercados internacionales de carbón y sus implicaciones para los ingresos fiscales en Colombia (MinHacienda 2019), son muchas las voces en los gobiernos nacional y departamental que se niegan a aceptar la nueva realidad. Incluso, en palabras de un exfuncionario del MinMinas, “si nos empezamos a preparar para el fin del carbón, significaría darnos por vencidos. (…) haremos todo lo posible por continuar produciendo hasta que no haya alternativa.”25

			Ante esta realidad, es central reconocer que el país necesita llevar a cabo un proceso de transición de un modelo minero-energético en el que se explotan desmedidamente los recursos naturales, como los combustibles fósiles, a un modelo basado en alternativas productivas más sostenibles, que procure el equilibrio socio ambiental y se esfuerce por mitigar los impactos ocasionados por la extracción y la combustión de combustibles fósiles como el carbón, el petróleo o el gas natural (Soler, Aristizábal y Roa Avendaño 2018). Si de lo contrario se insiste en seguir produciendo materias primas que cada vez son menos demandadas y causan más daños a nivel local y global, se corre el riesgo de una tragedia inminente (IPCC 2018; SEI et al. 2019).

			Afortunadamente, a la hora de pensar sobre una transición, Colombia no es el único o el primer país que debe descarbonizarse. Varias regiones del mundo se han visto obligadas a salir del sistema extractivo hacia uno en donde se implementen otro tipo de actividades, con menores impactos sobre el medio ambiente (Caldecott, Sartor y Spencer 2015). Mientras regiones como los Apalaches en EE. UU. o el Ruhr en Alemania se vieron forzadas por presiones sociales y del mercado a reducir o acabar la explotación carbonífera, hay otras que decidieron activamente terminar estas actividades, como Holanda (Gales y Hölsgens 2017). También están aquellas en las que, como en Colombia, se insiste en continuar e incluso expandir la minería de carbón.

			Colombia debe tener en cuenta situaciones que se han presentado en otros países más cercanos a la realidad colombiana, como Indonesia, que a pesar de los riesgos financieros, climáticos y humanos asociados han seguido promoviendo una expansión de la extracción y la combustión de carbón (Arinaldo y Adiatma 2019; Atteridge, Thazin Aung y Nugroho 2018). Allí, el gobierno ha continuado otorgando licencias ambientales para la extracción minera, facilitando el acceso a créditos e incluso acelerando procesos de consulta previa o de permisos de operación.

			Con el argumento de que esto va a generar mayor competitividad, puestos de trabajo y seguridad energética, en Indonesia se han mantenido e incluso aumentado las metas de extracción y producción. A su vez, se ha generado un aumento en la degradación del ambiente y de las comunidades asentadas en las mayores regiones productoras, especialmente en la región de Kalimantan. Mientras tanto, decenas de minas de carbón se han ido cerrando debido al agotamiento de sus depósitos, su inviabilidad financiera o procesos de resistencia local, entre otras razones (Atteridge, Thazin Aung, y Nugroho 2018; Sullivan et al. 2014).

			Sin embargo, con una ausencia de políticas claras de manejo de pasivos ambientales, transición justa o reconversión productivas, el resultado ha sido un aumento en incidentes asociados al abandono de las minas. Concretamente, decenas de niños han muerto debido a la falta de protección y prevención de las minas que han sido abandonadas y que representan zonas de alto riesgo para las comunidades (Greenpeace 2019; Rakhman 2015). 

			Ante estos ejemplos acerca de lo que podría venir después del carbón, el panorama puede parecer desalentador. Sin embargo, desde el territorio son diversos los impulsos para un futuro más sostenible, equitativo y en armonía con la naturaleza. Desde diversas organizaciones de la sociedad civil, así como desde la academia, se han podido reunir numerosos insumos en torno a cuáles son las expectativas y las perpectivas que tienen diferentes actores afectados por la minería de carbón.

			Un ejemplo de estos esfuerzos es la serie de Foros de Transición Energética organizados en la Universidad del Magdalena, en los que las comunidades afectadas por las actividades mineras han hecho un llamado de atención para que las empresas extractivas y el Estado respeten la cosmogonía de sus territorios, no vulneren su derecho a la salud y para que propongan alternativas que involucren a los territorios para la recuperación de sus actividades y saberes ancestrales, como lo son la agricultura, que ha ido desapareciendo por culpa de la minería. Ante esto, es importante tener precaución de que no se conviertan en actividades agroindustriales que al final son otra forma de hacer extractivismo.26  

			Una de las prioridades identificadas es la creación de mecanismos de participación y supervisión para la toma de decisiones a nivel local y nacional, del que hagan parte los diferentes actores afectados por la transición energética, a la hora de decidir sobre las políticas y los recursos destinados para la transición energética (Navas y Caro 2018). Así, se puede concluir que, para que Colombia pueda dar un paso hacia una transición energética es necesario que empiece por darse cuenta que la minería extractiva no es la única opción de ingresos económicos para el país. 

			Tampoco es la única posibilidad de desarrollo que tienen las comunidades cercanas a las minas en el Cesar o La Guajira. Para que el proceso de transición se lleve a cabo de una forma correcta, es necesario que se incluyan a las comunidades afectadas por la minería para que puedan tomar decisiones relacionadas con sus intereses y el futuro de sus habitantes, en las que se busquen nuevas alternativas para pasar a un modelo sustentable en el que no tenga presencia el extractivismo (Pulido 2015). En pocas palabras, lo que las comunidades quieren es que se les respeten sus derechos, que el Estado represente y defienda sus vidas, sus tradiciones y que las actividades de la minería extractiva no les sigan robando la oportunidad de mantener su cultura, que las empresas empiecen a asumir la responsabilidad de los daños causados a los territorios y se les brinden mejores oportunidades para poder tener una vida digna.

			

			
				
					22. En otros contextos, a este fenómeno se le ha llamado “crecimiento sin empleo” (jobless growth en inglés). Al respecto ver Economist (2010).

				

				
					23. Concretamente, esta ha sido una angustia que ha ido en aumento y se ha constatado en visitas de campo realizadas en octubre de 2017, enero/febrero de 2019 y octubre/noviembre de 2019.

				

				
					24. El Semillero de Transición Energética de la Universidad del Magdalena, junto con sus contrapartes en la sociedad civil, la TU Berlin, entre otros, ha realizado ya cuatro foros sobre descarbonización en el Caribe, así como numerosas actividades y talleres informativos en el Cesar, La Guajira y Magdalena, en donde se ha podido constatar esta situación.

				

				
					25. Entrevista realizada en enero de 2019 con exfuncionario de MinMinas. Para mayor información, ver Corral-Montoya (en curso).

				

				
					26. Foro-Taller Caribbean Research Alternatives for a Transformation in Energy y Economy (CREATE), realizado por la Universidad del Magdalena, Universidad Técnica de Berlín y la FESCOL, para fortalecer lazos de diálogos entre las comunidades afectadas por el sector extractivo (carbón, gas y petróleo), ONG y académicos.   
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			Sin carbón tampoco se necesita fracking

			El Estado colombiano ha venido promocionando,  junto a diversas empresas del sector extractivo, la implementación del fracking en yacimientos no convencionales (YNC). El argumento: las reservas probadas de crudo solo alcanzan para 5,6 años y las de gas para 10 años y, de agotarlas, el país perdería la autosuficiencia petrolera y por ende su seguridad energética. Ante tan sombrío panorama, la promesa es que, si se realiza esta actividad, las reservas en gas aumentarían a 30 años y las reservas de petróleo a 15 años (ACP, 2018). 

			Una dimensión que pocas veces surge en la discusión es que los proyectos de fracking coinciden en varios casos con proyectos extractivos de carbón. Como muestran las áreas resaltadas de la gráfica 10, son varios los lugares en los que ya están operando —en algunos casos de manera irregular— pozos de fracking en mantos de carbón (Publímetro Colombia 2019).

			De acuerdo con el estudio citado anteriormente sobre estrategias para retener los privilegios de actores establecidos en el panorama productivo, como lo son las empresas carboneras, esta conducta fácilmente puede ser vista como una forma de “reinvención” (Johnstone, Stirling y Sovacool 2017). En el caso colombiano, Drummond, la mayor empresa carbonera del país, trata de aprovechar un recurso supuestamente más sostenible que el carbón (el gas natural) para crear un nuevo modelo de negocio. Sin embargo, el resultado de tales actividades es prolongar el modelo tradicional de negocio y por ende la extracción de carbón en el Cesar, a pesar de que debajo de la superficie los impactos del fracturamiento hidráulico pueden ser aún peores que los de la minería de carbón a gran escala.

			[image: ]

			Gráfica 10: Yacimientos no convencionales y fractura hidráulica en Colombia.

			Fuente: Mignorance y Geoactivismo, 2021

			Sobre este tema son numerosos los estudios a nivel nacional e internacional que sugieren que el fracking no es la mejor solución a los problemas de aprovisionamiento que se avecinan (Gómez O et al. 2019; Orduz Salinas et al. 2018). Esta técnica generaría una serie de conflictos y daños que implicarían mayores costos, aumento de riesgos ambientales, problemas en la salud pública, entre otros. Además, por su naturaleza compleja e intensiva en el uso de capital, agua y energía, esta actividad requeriría un aumento en el uso de energía y materiales en comparación con las operaciones tradicionales de extracción de hidrocarburos (Orduz Salinas et al. 2018).
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			Gráfica 11: Producción y consumo de energía primaria en Colombia.

			Fuente: Martínez y Castillo 2019.

			Si bien la energía es esencial para el desarrollo de las sociedades, la gráfica 11 muestra cómo en los últimos 40 años de política minero-energética, sucesivos gobiernos colombianos han visto en la energía solo una fuente para generar divisas, facilitando —queriéndolo o no— la concentración de riqueza en manos de actores asociados a las industrias extractivas (Martínez y Castillo 2019).

			Mientras gran mayoría de los combustibles fósiles que se extraen en el país se exportan, es la sociedad colombiana, y en especial las comunidades afectadas por los proyectos extractivos, quienes se quedan con los pasivos resultantes. Hasta el momento no existe el mínimo indicio de que esto vaya a cambiar si se introduce el fracking en Colombia.

			El gobierno sigue creyendo que la implementación del fracking para la extracción de petróleo y gas natural en yacimientos no convencionales es la mejor opción para cubrir la demanda energética del país y aumentar las reservas de combustibles fósiles, sin embargo esta actividad va en contra de los compromisos internacionales de lucha contra el cambio climático. De cara al nuevo objetivo de mitigación de emisiones (51 % de reducción a 2030 en comparación a 2010), no existe aún ningún análisis que mire si esto es consecuente con el despliegue del fracking en el país.

			Dado que el fracking ha sido asociado al aumento de las emisiones de metano, entre otros gases contaminantes (Gómez O. 2019), es muy probable que su despliegue impida dar pasos decididos para la descarbonización y así dar soluciones a la crisis climática.

			El fracking genera impactos negativos para el medio ambiente y la sociedad en general, causa contaminación de las aguas superficiales y subterráneas, genera el aumento de la actividad sísmica, deteriora la salud de las personas y aumenta la contaminación de la atmósfera, entre otros factores. Analizando solo uno de esos factores como el agua, fundamental para la subsistencia de la vida humana y de los ecosistemas (Gómez O. 2019), suenan alarmas al ver que, para un pozo de petróleo, mediante fracking se pueden usar hasta 25 millones de litros de agua al día (Cabrales 2018; Patterson 2020).

			Además, al inyectarse grandes volúmenes de químicos para la extracción de hidrocarburos en yacimientos no convencionales se puede afectar el agua superficial y el aire en los territorios. Un ejemplo de esto es el pozo Lizama 58, que tuvo una falla que provocó el derrame de 550 barriles de petróleo, gas y lodo en 49 fuentes hídricas que llegaban hasta el Magdalena Medio. Este ocasionó daños ecológicos difíciles de superar, entre los que se cuentan manchas de petróleo en las cuentas hídricas, daños a la fauna, así como al suministro de agua del corregimiento de La Lizama (Hernández Cárcamo 2019).

			A partir de ese momento, los habitantes de este municipio comenzaron a luchar y a resistir pacíficamente, principalmente en su territorio, dando a conocer las preocupaciones que tenían con respecto a los impactos ambientales que derivan de la controversial técnica del fracking. Abordaron diferentes estudios internacionales en los que se ha prohibido o establecido el principio de precaución por los riesgos que puede generar la técnica en el territorio y generaron movilizaciones masivas que llevaron a la creacion de diversas agrupaciones, comités y corporaciones en defensa del agua, el territorio y los ecosistemas – CORDATEC (Macías Álvarez 2019; Padilla Quevedo 2019) Así, lograron unir a organizaciones (una de ellas Alianza Colombia Libre de Fracking), actores políticos, académicos, entre otros, para apoyar el proceso de lucha contra el fracking.

			Así, es claro que, ante un panorama desalentador de los bajos precios del crudo, es muy prudente repensar la implementación del fracking, ya que pueden ser muy graves las afectaciones que ocasionen las industrias del fracking y de shale oil. Se estará arriesgando mucho, por unos exiguos ingresos que de por sí suelen fluir al exterior, si los adelantan empresas multinacionales, como las que efectivamente están liderando el despliegue del fracking en Colombia.

			Si lo que se quiere es conseguir una genuina seguridad y autosuficiencia energética, Colombia debería buscar la diversificación de su producción y matriz energética, en vez de profundizar en el modelo fósil que, como se habló en la sección 3, nos ha sumido en la maldición de los recursos naturales (Hernández Carvajal y Reina Bermúdez 2020).
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			 Las energías renovables ya están en Colombia. No necesitamos nuevas termoeléctricas

			Colombia tiene una matriz eléctrica relativamente limpia, ya que casi el 80 % de la generación es hidroeléctrica (UPME 2018a). Sin embargo, la electricidad tan solo es el 17 % de la matriz energética del país (UPME 2020). En otras palabras, menos del 12 % de la energía en Colombia es carbono-cero. Mientras tanto, el 88 % de la energía (para transporte, procesos industriales, electricidad fósil, etc.) que se consume en el país proviene de combustibles que generan emisiones de CO2. 

			En el sector eléctrico, casi todas las emisiones provienen de plantas termoeléctricas a carbón, gas o fuel-oil con 40 o más años, que funcionan con grados bajos de eficiencia y altos niveles de emisiones, tanto de CO2 como de otros contaminantes. Ante esta realidad, llama la atención que Colombia es uno de los países más rezagados en el despliegue de energías renovables como la solar fotovoltaica y eólica (REN 21 2019); tecnologías que en países como Alemania, Costa Rica o Marruecos han llevado a diversificar la matriz eléctrica, reduciendo los costos, protegiendo el clima y aumentando la seguridad energética (IRENA 2016; REN 21 2019).

			No obstante, cada vez hay más indicios de que este sector está empezando a experimentar un boom. De acuerdo con un estudio reciente de Indepaz, más de 16 GW de capacidad de generación eólica han sido planteados o están en estado avanzado de planeación en La Guajira (González Posso y Barney 2019). De construirse estos proyectos, casi que se duplicaría la capacidad de generación de electricidad en Colombia. Sumándose a eso, de acuerdo con datos del sector de la energía solar en Colombia, se esperan superar los 300 MW instalados para finales de 2019 (~2 % de la capacidad instalada en Colombia) (uiz López et al. 2019).

			Con esto en mente, de contemplar los impactos ambientales y los altos costos de las fuentes fósiles de generación de electricidad, para 2030 no tendría sentido tener o instalar termoeléctricas a gas o a carbón (Henao et al. 2019). En otras palabras, el potencial de las energías renovables es tal que, como país, no requerimos nuevas plantas térmicas para satisfacer la demanda a futuro de electricidad (Dyner & Henao 2020). Esto aplica especialmente a la región Caribe, donde se encuentran los mejores vientos, la mejor radiación solar del país y la mayor necesidad de energía confiable y asequible (A. R. López et al. 2019). 

			No obstante, los resultados recientes de las subastas por cargos de confiabilidad, así como de los planes de expansión del sistema eléctrico nacional y diferentes proyectos que están avanzando a pasos agigantados, se espera que el parque térmico nacional (a gas y carbón) experimente un crecimiento importante en los próximos 5 a 10 años (UPME, 2015, 2017). Tan solo el proyecto térmico a carbón de La Luna, en el departamento del Cesar, promete casi que duplicar la capacidad de generación con carbón del país de 1,6 a 2,8 GW (CoalSwarm, 2018).

			Si bien solo un 2 % del carbón producido en Colombia se quema para generar electricidad (UPME 2020a), la tendencia de generación con carbón va en aumento (Portafolio 2018); esto representa un claro conflicto con los compromisos climáticos del país y un terrible riesgo medioambiental y económico. Si por el colapso de sus mercados externos el gobierno colombiano promoviera el uso doméstico del carbón, como se ha hecho en Australia e Indonesia (Steckel, Edenhofer, y Jakob 2015), podría cometer un error garrafal. No solo se trata de una tecnología más contaminante y cara, sino que detendría el urgente proceso de recoversión productiva que las regiones productoras de carbón tienen que enfrentar.

			Sabiendo que se tiene que dejar la mayor parte del carbón, el petróleo o el gas bajo tierra para proteger el clima (IPCC, 2014, 2018), el crecimiento del parque térmico nacional es peligroso. Además de correr el riesgo de crear daños irreversibles en el clima, los precios de la energía producida con carbón y gas serán mucho más caros de lo que serían las alternativas renovables, como se puede ver en la gráfica 12. Además, está el riesgo de que, por causa de los compromisos climáticos del país, estas termoeléctricas tengan que dejar de funcionar antes del fin de su vida útil y las inversiones hechas en ellas se vuelvan obsoletas (CTI 2013; IRENA 2017).
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			Gráfica 12: Costos nivelados de electricidad en 2019 USD/kWh de diferentes tecnologías renovables vs. rango de precios con energías fósiles (línea negra).

			Fuente: Elaboración propia con datos de IRENA (2020)

			Al respecto, también hay presiones desde el mercado energético, ya que hoy en día es más barato producir electricidad con energía solar o eólica que con carbón en Colombia. Las proyecciones de precios de diferentes tecnologías de generación, presentadas en la gráfica anterior, consisten en cálculos propios hechos con información presentada por el MinEnergía (UPME 2020b) y empresas que plantean proyectos nuevos de generación con energía solar fotovoltaica. Una comparación sencilla entre la energía solar y el carbón da el siguiente resultado:

			Por kWp instalado: aprox. 1600 USD (carbón) vs. 940 (solar distribuido)

			Por kWh en la vida útil del activo: 325 COP/kWh (carbón) vs. 104 COP/kWh (solar distribuido).

			Todo lo expuesto permite concluir que no es necesario, eficiente o sensato construir nuevas plantas termoeléctricas si estas van a contaminar y producir muchas más afectaciones de las que ya se han venido generando, además de producir una electricidad más costosa, en todos los sentidos, que la generada por el viento o el sol.
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			El extractivismo continúa. Renovable o no, el modelo actual sigue sin ser cuestionado

			Se ha reiterado anteriormente la necesidad de hacer una transición ágil hacia modelos más sostenibles de producción de energía y riqueza, y que las energías renovables pueden jugar un papel central en este proceso. La situación actual, sin embargo, nos muestra diferentes razones para preocuparse.

			Principalmente, la política minero-energética que guía la avalancha de inversiones que están llegando a Colombia para la expansión de este sector, es tan solo una continuación de las mismas políticas que han llevado a la economía colombiana a ser tan dependiente de la extracción de recursos naturales. Al respecto, la noción de extractivismo27 puede ayudar a entender qué es lo que no ha cambiado sobre el modelo de desarrollo colombiano, a pesar de que las tecnologías e incluso los actores están cambiando a pasos agigantados.

			De acuerdo con Gudynas (2013), lo singular de proyectos extractivistas es la suma de diferentes caracteríscas que los identifican. En primer lugar, la alta dimensión física de la explotación (medida por ejemplo en el caso del carbón, en el tonelaje del material extraído y sobre todo en los recursos como energía, agua y material estéril que se terminan usando). En segunda instancia, el destino u objetivo con el que se tiene pensado adelantar las actividades extractivas (usualmente la exportación sin procesar de materias primas, por parte de actores transnacionales). En el caso de la minería de carbón a gran escala en el Cesar y La Guajira, se trata entonces de extractivismo, de acuerdo con la definición de Gudynas, precisamente porque la escala de la intervención, de la explotación y de sus impactos es masiva, y porque casi la totalidad del mineral se exporta de las regiones productoras sin que se genere ningún tipo de valor agregado.

			Cuando se observa el preocupante escenario planteado recientemente por Indepaz (González Posso y Barney 2019), se ve que, si bien la naturaleza de las actividades extractivas que se adelantan en los departamentos del Cesar y La Guajira está cambiando, estas siguen un curso profundamente extractivista. Mientras que la minería de carbón a gran escala entra en una gradual retirada, las energías renovables no convencionales (viento y sol) están incursionando a una velocidad inusitada en estos territorios. De realizarse todos los proyectos que se están planteando actualmente, se multiplicará por 1000  la capacidad actual de energía eólica en La Guajira (de 14 MW a 16 GW) antes de 2050 (González Posso y Barney 2019).
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			Para dimensionar la transformación que esto implica en el territorio, hay que tener en cuenta que Colombia en este momento tiene poco más de 17 GW de capacidad de generación (UPME 2017a). Construyendo todos los parques eólicos, más los parques solares que se han propuesto en el Cesar y La Guajira, se duplicaría el parque de generación en Colombia.28

			Para territorios como estos dos departamentos, caracterizados por la presencia de comunidades indígenas, afrocolombianas y campesinas, esto puede implicar traumatismos. En el caso de La Guajira, 98 % de los proyectos de energía eólica se realizarán en tierras de comunidades indígenas, mayoritariamente nómadas. De materializarse tan solo una porción de los proyectos, Gonzaléz Posso y Barney (2019) anticipan fuertes restricciones a la movilidad del pueblo wayuu, con el peligro de acelerar el proceso de decaimiento cultural al que este pueblo está expuesto desde hace varias décadas.

			Y todo esto, ¿para qué? De acuerdo con diferentes voces, la revolución energética que se está planteando en La Guajira está planteada para cubrir la demanda nacional de energía. En efecto, las líneas de transmisión que se están construyendo son de un voltaje incompatible con usos locales de la energía. Es decir, una vez más se estará interviniendo el territorio para producir a gran escala un recurso que se exportará a otras regiones del país. El extractivismo, a pesar de quedarse dentro de Colombia o de ser “renovable”, sigue siendo extractivista.

			Todo lo anterior se suma a que, en este momento, las únicas cargas de energía eléctrica de gran tamaño en la región Caribe están asociadas al sector minero-energético (ej. Cerro Matoso, Cerrejón, Drummond, Reficar/Ecopetrol, etc.) (UPME 2017a). En otras palabras, la energía renovable que se produzca en el Cesar y La Guajira muy seguramente llegará primero a las actividades extractivas de las mismas industrias a las que supuestamente debe sustituir. El resultado: en una región con altos costos de la electricidad, las energías renovables van a abaratar los costos de producción del sector de extracción y procesamiento de combustibles fósiles, haciendo aún más difícil una verdadera transición energética.

			

			
				
					27. Gudynas (2013) define el extractivismo como “un tipo de extracción de recursos naturales, en gran volumen o alta intensidad, y que están orientados esencialmente a ser exportados como materias primas sin procesar, o con un procesamiento mínimo” (p.3).

				

				
					28. https://www.energiaestrategica.com/en-colombia-se-registran-mas-de-500-proyectos-de-energias-renovables-no-convencionales-vigentes/
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			¿Cómo nos preparamos para el proceso de transición?

			Una transición como la que se requiere para evitar la catástrofe climática que la gran mayoría de científicos anticipan exige cambios radicales. Pensando en esto, abandonar las actividades minero-energéticas relacionadas con combustibles fósiles generará con seguridad impactos en el empleo, por ejemplo. Es por ello por lo que uno de los pilares fundamentales de una transición debe ser la atención prioritaria a las comundades afectadas por la minería y a los trabajadores del sector.

			Sin embargo, en este momento existen muy limitadas opciones de empleo y alternativas productivas en los departamentos del Cesar y La Guajira, donde están gran parte de las reservas de hidrocarburos y carbón de Colombia. Estas regiones enfrentan, además, un desafío aún mayor por tener una fuerza laboral con bajos niveles de educación y acceso a infraestructura básica. Teniendo en cuenta que ningún sector ofrece salarios equivalentes a la minería, surge la preocupación de que el fin de la explotación carbonífera puede venir acompañada por drásticas reducciones en los niveles de ingreso de los hogares “mineros” y las economías regionales. Particularmente, se teme que esto también afecte a otros sectores económicos de las economías locales, como la construcción y el comercio, y el sector inmobiliario (Strambo, 2018).

			De acuerdo con nuestros cálculos sobre el sector de minería de carbón a gran escala,29 en Colombia había al menos 31.066 empleados en 2018, entre empleados directos e indirectos. Frente a una salida intempestiva y no planificada de la minería de carbón, los representantes de los sindicatos se muestran preocupados al no saber qué actores o instituciones protegerán a los trabajadores en este escenario, quiénes se responsabilizarán por los pasivos socioambientales existentes y qué alternativas productivas a la minería se implementarán.

			[image: ]

			A la fecha, empresas como Drummond y El Cerrejón no cuentan con un plan de cierre elaborado y de acceso público, lo que genera preocupación e incertidumbre por las afectaciones ambientales y sociales de la minería ante un futuro sin carbón, así como también por el futuro de los trabajadores. Esto se agrava por los impactos adversos que desde ya está teniendo la disminución en la producción de carbón sobre el bienestar de las regiones productoras y sus economías locales. En regiones como del Cesar y La Guajira, donde la informalidad y el desempleo son muy altos, el nivel de educación es bajo y las alternativas de ocupación son pocas, la incertidumbre socioeconómica asociada al declive del carbón es enorme y no se está atendiendo.

			Se sabe que en América Latina la minería es fuertemente promocionada por los gobiernos como una fuente de empleo y de ingresos estatales para financiar la construcción de hospitales, escuelas, carreteras y patrocinar inversiones sociales (Martínez y Aguilar 2013). Lamentablemente, esto no compone toda la historia: los Estudios de Impacto Ambiental que las empresas mineras presentan para obtener sus licencias ambientales, así como la legislación minera colombiana o las políticas minero-energéticas de los últimos gobiernos, omiten temas como los impactos a perpetuidad, un término técnico referido a los daños ambientales que persisten por siglos o incluso milenios (Ángel 2018).

			La realidad de los impactos a perpetuidad consiste en que, incluso después del cierre de las minas, van a permanecer unas afectaciones en el territorio que generarán costos para la sociedad y casi siempre para el Estado. Los impactos a perpetuidad (como la disminución permanente de los recursos hídricos o el manejo de las presas de relave o drenajes ácidos mineros, por ejemplo) son tan solo un caso extremo de los pasivos ambientales que genera la minería a gran escala.

			[image: ]

			Los Pasivos Ambientales Mineros (PAM) se refieren a “un área donde existe la necesidad de restauración, mitigación o compensación por un daño ambiental o impacto no gestionado e irreversible, producido por actividades mineras inactivas o abandonadas que pone en riesgo la salud, la calidad de vida o los bienes públicos o privados” (Arango y Olaya 2012). Varios ejemplos de PAM son la alteración a las propiedades físico-químicas del agua (superficial y subterránea) y suelo; paisajes físicamente alterados; modificación de la topografía; procesos erosivos; pérdida de vegetación; contaminación con metales pesados a sitios con vegetación natural y zonas agrícolas; acumulación de desechos sólidos y mineros, y combustión espontánea de desechos de carbón (Adabanija y Oladunjoye 2014; Arangoy Olaya 2012; Arranz-González et al. 2016; Saade Hazin 2013). 

			En Colombia no se tienen estructurados proyectos para trabajar con las entidades que tienen a cargo el tema de los PAM (ASGMI et al. 2019). Además, desde 2018 está estancado un proyecto de ley de pasivos ambientales que persigue que, entre otras cosas, se incluya la responsabilidad al generador del pasivo y no sea el Estado quien termine respondiendo por las consecuencias ambientales y sociales generadas por algún proyecto en Colombia.30

			Desde las comunidades perjudicadas, hasta los mismos gobiernos, los PAM suscitan una gran necesidad por analizar las condiciones actuales, los responsables, las medidas de prevención y mitigación, y los costos y financiación que ello comprende. La realización de una matriz de riesgo pasa a ser un elemento transcendental para definir y tomar acciones puntuales. La importancia de contemplar conceptos como los impactos a perpetuidad y PAM reside en que, si no se definen las responsabilidades y por ende las cargas económicas correspondientes, terminan siendo las comunidades locales o el Estado quienes tienen que asumir los costos de mantener o mitigar estos pasivos, a pesar de que fueron actores privados quienes pudieron extraer ganancias y generar flujos de caja durante décadas. En este momento, Colombia no tiene una normativa que reduzca la incertidumbre sobre este tema que en países como Alemania se estima que puede costar como mínimo casi 500 millones de euros anuales.31

			Tal y como se ha dicho a lo largo del documento, debido a que los impactos socioambientales no se han gestionado de la manera correcta, la minería le está dejando al país pasivos y daños ambientales que se perpetuarán en el tiempo y en los territorios. Sin embargo, una propuesta que se viene difundiendo a nivel internacional promueve recanalizar los subsidios que se han otorgado por años a los combustibles fósiles hacia otros sectores productivos y que beneficien la transición.

			Debido a que una decisión de esa naturaleza también puede traer impactos adversos sobre los hogares y las comunidades, incluyendo el aumento de los precios de la energía (por ejemplo, si se desmontan los subsidios a la gasolina o el diesel), es crucial empezar a reflexionar y preparse para las medidas que se tengan que tomar para atacar este problema. Todo lo anterior revive la esperanza de que se genere un espacio para la educación, las acciones participativas y los proyectos de energía social a pequeña escala (ILO, 2018). 

			‘La renovación’ de las economías representa muchas oportunidades para alcanzar objetivos sociales: tiene el potencial de ser un nuevo motor de crecimiento y desarrollo social, tanto en las economías avanzadas como en las que están en desarrollo, y se puede convertir en un generador de empleos dignos que pueden contribuir significativamente a la disminución de la pobreza y a la inclusión social. A su vez, esto fomentará una economía de bajas emisiones de carbono, que conviva con el medio ambiente y que ocasione un cambio en los patrones de consumo y de producción, contribuyendo a la lucha contra el cambio climático. Así, un cambio del modelo económico, mejorará la capacidad para gestionar los recursos naturales de manera sostenible, aumentar la eficiencia energética y reducir impactos, mientras que se da frente a las desigualdades sociales y se aumenta la resiliencia socioambiental (ILO, 2015). 

			

			
				
					29. Sumando los empleados y contratistas de Cerrejón, Drummond, CNR, Caypa y Prodeco, de acuerdo con sus informes de sostenibilidad.

				

				
					30. Ver los detalles del proyecto de ley en Lozano (2018).

				

				
					31. Esto, sumando la minería subterránea de carbón térmico (Leue 2018) con la minería a cielo abierto de lignito (DUH 2020).
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			Los puntos centrales de una transición justa

			A esta altura del documento se puede concluir que, si bien en términos absolutos la extracción de combustibles fósiles ha generado grandes ingresos al país por medio de su aporte a las exportaciones o a los ingresos fiscales, esta también ha sido causante de graves afectaciones a las comunidades aledañas a los territorios en donde se extrae el carbón, principalmente a las comunidades menos favorecidas (Farrell 2012).

			De igual forma, se puede concluir que, debido a sus impactos sociales y ambientales, así como su desigual aporte económico, el sistema energético actual no es sostenible y no está diseñado para mejorar la calidad de vida de las personas, sino que es solo una maquinaria incontrolable de extracción de recursos naturales (Gudynas 2011). En el caso colombiano, el objetivo de la política minero-energética asociada a este modelo de desarrollo ha tenido como prioridad la generación de rentas y el balance de déficits fiscales estructurales, y no el acceso a la energía, a un ambiente sano o a unas finanzas públicas sostenibles (Martínez y Castillo 2019).

			Particularmente, un análisis de la literatura y los datos existentes, así como de la realidad en los territorios mineros, permite constatar que la minería de carbón ha estado ligada muy de cerca a una profunda injusticia e inequidad social.32 Existen además, a causa de la injusta distribución de los ingresos monetarios y los costos socioambientales de la minería de carbón, principalmente en países en desarrollo,33 enormes brechas sociales y económicas, así como impactos ambientales irreparables (Gudynas 2011). Seguir, entonces, con el actual modelo económico, a sabiendas de todo lo anterior, es un acto irresponsable e injusto.

			Todo esto incita entonces a una transformación profunda del extractivismo que caracteriza la minería de carbón a gran escala en Colombia. Los actores beneficiados por este extractivismo, quienes promueven centrar la atención pública sobre un crecimiento económico reflejado en cifras desconectadas de la realidad en los territorios mineros, son también actores centrales en la transición hacia a un modelo que tenga como pilar el bienestar de toda sociedad,34 y no solo de un grupo de personas. Por esto, las comunidades que han sido afectadas por la minería de carbón están urgidas de una transición que sea justa, democrática, inclusiva y que materialice el derecho a una energía que no comprometa los recursos ambientales.35

			De esta manera, una transición postextractivista constituye un reto central para un país como Colombia y en especial para los departamentos del Cesar y La Guajira, debido a la innegable importancia económica de la extracción de carbón. Por esto, es crucial generar espacios de diálogo desde una escala nacional. Tales espacios deberán incluir todo tipo de negociación, consultas previas e intercambio de información entre todos los actores  (ILO 2017) sobre asuntos importantes como el empleo, la salud de las personas, calidad del aire, uso de tierras, reparación y, en general, el futuro de los derechos de las personas y de los ecosistemas (Strategic Practice for Sustainability 2016). 

			En Colombia, una transición postextractivista justa en territorios de minería de carbón a gran escala implica, ante todo, la diversificación económica de los departamentos del Cesar, La Guajira y Magdalena. Para realizar esto es necesario tener en cuenta el potencial del Caribe colombiano para el despliegue de las energías renovables. Sin embargo, este despliegue no puede darse a cualquier costo. Para que sea “justa”, la transición debe cuestionar el extractivismo y plantear una ‘renovación’ de las economías, planteando nuevas formas de organización y ante todo una distribución más equitativa de los ingresos monetarios y los costos socioambientales de las actividades productivas.

			[image: ]

			Lograr esto representa muchas oportunidades para alcanzar los más diversos objetivos sociales: tiene el potencial de dinamizar las economías locales, se puede convertir en un generador de empleos dignos y por ende puede contribuir significativamente a la disminución de la pobreza y a la inclusión social (ILO, 2015). Una transición justa plantea una hoja de ruta para acercar a una vida digna a millones de personas, mujeres, niños y, en general, grupos vulnerables; no solo en Colombia, sino en todo el mundo.

			Una transición justa reconoce que las respuestas políticas al cambio climático tendrán un impacto en las economías y las sociedades de muchas maneras, y se anticipa a los impactos más traumáticos que estas puedan tener, de manera que se le pueda encauzar hacia un mayor bienestar para la población afectada (ILO 2017). 

			La idea de transición justa apunta a involucrar a todos los interesados en el proceso, abogando por un enfoque más inclusivo (Heffron y McCauley 2018). Por lo mismo, promete un proceso democrático, por lo que debe ser una iniciativa pública con protagonismo de las comunidades y los trabajadores, y apoyada por el gobierno (Groundwork 2018). Esto puesto que son las comunidades y los trabajadores locales quienes han venido asumiendo los costos de una economía basada en el carbón. Por tanto, para garantizar que el debate en cuanto a una transición justa no sea otra política centralizada (Heffron y McCauley 2018), es necesario que exista voluntad de generar consensos (incluyendo a comunidades, gobierno, organizaciones de la sociedad civil, academia y empresas).

			Esta transición debe estar basada en procesos que brinden una nueva realidad energética para todos y todas (Gudynas 2011), a partir de una planificación democrática a largo plazo y de una política ambiental que busque explícitamente la equidad y abogue por ella en el camino hacia una economía limpia y sostenible (Farrell 2012). Un proceso de transición justa debe contemplar también aspectos como el rol de los actores y las relaciones de poder (Bertinat 2016). Es vital compensar a cada persona afectada por la minería de carbón y a los trabajadores, así como cuestionar dinámicas de poder que limitan las capacidades de personas y comunidades para entender su presente situación con el carbón y proyectar su futuro sin él (Mustata 2017).

			Para que un proceso de transición sea verdaderamente justo, debe involucrar a todas las partes y garantizar la defensa de los derechos del medio ambiente y de las comunidades. Se deben tener en cuenta en la transición aspectos importantes como: 

			El diálogo social: debe tener un papel integral en la formulación y ejecución de las políticas públicas. Es crucial satisfacer las necesidades de aquellas personas que han sido afectadas por la actividad minera de manera diaria y directa (Mustata 2017).

			Políticas públicas que velen, respeten y promuevan los derechos de las comunidades: se deben tener en cuenta las dimensiones de género y etnia en los desafíos y oportunidades ambientales que se presenten, esto con el fin de promover resultados equitativos y duraderos (ILO, UN y The Green Iniciative 2017). 

			La compensación: los principales actores de la transición deben ser las comunidades afectadas por la cadena del carbón y su bienestar debe ser priorizado. 

			Alternativas: se deben establecer estrategias económicas sostenibles que suplan todos aquellos aspectos económicos que han sido suplidos por el sector minero.

			El proceso de querer promover y conseguir una transición justa y a tiempo es un proceso que busca discusiones y consensos entre los grupos de actores y que, a través de la unión, se logre un desarrollo social e inclusivo. Sin embargo, tal proceso no puede ser ciego ante las instancias en las que intereses establecidos se opongan activamente a que haya cambios en el modelo minero-energético vigente (Strambo et al. 2020). 

			Plantear alternativas pasa entonces por generar políticas públicas a nivel local que creen el ambiente propicio para una vida digna para las comunidades y los trabajadores afectados por la contaminación ambiental (Mustata 2017). Así, los pilares de la transición justa deben ser ante todo la democracia y la equidad, no solo política, sino económica.

			La economía extractiva no ha producido resultados positivos “justos” para la sociedad. Por tanto, el núcleo de una transición justa es una democracia profunda en la que los trabajadores y las comunidades tienen control sobre las decisiones que afectan su día a día (Climate Justice Alliance n.d.). Para que pueda haber éxito, la transición deberá ser socialmente inclusiva, económicamente eficiente y ambientalmente sostenible (Robins et al. 2018). Con la realidad inminente de la crisis climática, es central que se sepa que es tiempo de actuar, de pensar, de investigar, de dialogar. El camino está lleno de retos y posibilidades, así que es necesaria una estrategia rigurosa de transición justa que sea el comienzo de la salud del planeta, de las personas, de las comunidades de la economía e incluso de la política (Strategic Practice for Sustainability 2016).

			

			
				
					32. Ver en Farrell (2012), Climate Justice Alliance (n.d.), Groundwork (2018), Heffron y McCauley (2018), y de explotar desproporcionadamente los recursos naturales: Gudynas (2011), Hughes 2013) Bertinat (2016), Heffron y McCauley (2018).

				

				
					33. Como se puede encontar en Álvarez-Pelegry y Ortiz-Martínez (2016), Comisión Europea (2011).

				

				
					34. Ver en Gudynas (2011), UPME (2015), Strategic Practice for Sustainability (2016).

				

				
					35. Abordado en Heffron y McCauley (2018), Bertinat (2016), ILO, UN y The Green Iniciative (2017), Mustata (2017) Groundwork (2018), ILO (2017), ILO, (2018), Robins et al. (2018).
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Los calculos estudiados en la seccion 6 muestran que
cada tonelada de carbon extraida en Cesar implico
danos por un valor minimo de 144,64 dolares de

2019. Mas del doble!
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Los casi 7.8 billones de valor que se generaron en
2018, tan solo el 0,03 % se distribuyo como inversion
en las comunidades afectadas por la mineria.
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Por cada 100 pesos efectivamente pagados, las
empresas mineras tuvieron “descuentos de mas de
200 pesos”; descuentos que terminan representando
perdidas para el Estado.
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Construyendo todos los parques eolicos, mas los
parques solares que se han propuesto en Cesary
La Guajira, se duplicaria el parque de generacion

en Colombia.
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Los impactos a perpetuidad, son tan solo un caso
extremo de los pasivos ambientales que genera la
mineria a gran escala.
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Actualmente es mas barato para el sistema energetico
y para muchos hogares e industrias en Colombia
generar electricidad con la energia del sol y del viento
que con la del carbon, el petroleo o el gas.
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Empresas como Drummond y El Cerrejon no cuentan
con un plan de cierre elaborado y de acceso publico,
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Ya es mas barato producir electricidad con energias
renovables que con combustibles fosiles como el
carbon o el gas natural.
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Dejaron pasar 40 anos sin que se hiciera mucho por
e | . / [
formalizar o fortalecer las economias locales.
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La situacion es tan critica, que la ausencia de una
presencia efectiva del Estado, lleva a empresas como
Cerrejon, a asumir funciones paraestatales en la
provision de servicios basicos.
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Este documento muestra que, si la mineria de carbon
no ha sido una fuente significativa de empleo estable,
mucho menos va a representar el empleo del futuro.
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De acuerdo con calculos propios... en 2018 el
subsector de extraccion de hulla y carbon de piedra,
al que pertenecen las grandes carboneras, tan solo
pago por impuesto de renta un 6.35% de sus ingresos
ordinarios.
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Quienes mas sufren por la explotacion minera,
tambien estan siendo los mayores perdedores de un
proceso desorganizado de cierre de minas.
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Para 2030 puede desaparecer permanentemente hasta
un 30 % de las exportaciones colombianas de carbon.
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Volumenes de Porcentaje
importacion del total de :
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2019 Colombia
Canada 1.885.131,71 2,77 % 2030
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Corea del Sur |4.044.370,26 594 % 2030
Espana 1.631.456,67 2,40 % 2025
Israel 4.797.025 7,05 % 2025
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Si el Tajo La Puente se desbloquea, puede que de
todas maneras haya despidos masivos, ya que las
variables afectan la situacion son otras mas alla de las
que Cerrejon usa para justificar su actuar.
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Surge entonces la pregunta si una autoridad como
la ANLA esta pensanda para cumplir una funcion
de control y fiscalizacion medioambiental o como

dice el nombre de la Autoridad, solo funciona para

dar las licencias.
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Todos estos costos globales pueden llegar a estimarse
hasta por un valor de US$2,116.02/ tonelada, mas de
cuarenta veces lo que se paga por una tonelada de
carbon en los mercados internacionales.
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El carbon, como fuente asequible y confiable de
energia esta en un declive estructural del cual
dificilmente podra salir.






OEBPS/image/GRAFICAS_JPG_Mesa_de_trabajo_1_copia_9.jpg
3(\
\

—_—

2010 20T 2012 2013 2014 2015 2016 2017 2018 2019

Solar (fotovoltaica)
Edlica (onshore)
Edlica (offshore)
Solar (onshore)
Fuentes fosiles

Bioenergia






OEBPS/image/11.jpg
Los paises que favorecen desproporcionadamente la
explotacion de recursos naturales, tienden a crecer
menos y de forma mas inequitativa que aquellos paises
en los que la extraccion no ocupa un lugar privilegiado.
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Los impactos a una transicion post-extractivista
constituye un reto central para un pais como
Colombia y en especial para los departamentos
Cesary La Guajira, debido a la innegable importancia
economica de la extraccion de carbon.
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La extraccion de minerales a gran escala ocasiona
que, en la practica, su comercio implique para
Colombia simplemente una transferencia de riqueza
hacia el exterior.
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Dos tercios de la energia producida en Colombia (en
especial carbon y petroleo) son exportados para ser
consumidos en el exterior.
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La renta minera se orienta a la financiacion de
proyectos que a veces resultan ineficientes, e implican
despilfarro y corrupcion.
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Se ha podido observar que los paises que tienen menor
base industrial y mayor debilidad institucional son los
mas afectados por la maldicion de los recursos naturales
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